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Dado que sobre justicia transicional se habla todos los días en un país como 
Colombia, donde el conflicto se encuentra presente pese a la firma del 
acuerdo y en espera de solución definitiva, es menester entender que una 
parte importante y fundamental de la solución al conflicto serán los miembros 
activos y en retiro de las Fuerzas Militares. Actualmente Colombia tiene un 
pie de fuerza de aproximadamente trescientos mil  (300.000) hombres y 
mujeres1, vinculados a las Fuerzas Armadas, lo que demuestra la intensidad 
del conflicto y el poder militar de la nación.  
 
Pero proporcional al tamaño bélico, se presentan problemas jurídicos. 
Actualmente un gran número de miembros del Ejército Nacional se ven 
involucrados en procesos penales como consecuencia de acciones en el 
terreno de combate. Todos los días militares activos y en retiro son detenidos 
preventivamente o condenados por homicidios en persona protegida en 
hechos que tienen relación directa con el conflicto y son estos casos, 
incluyendo los que están apenas en etapa de investigación, los que son 
objeto de verificación con el fin de ser estudiados por El Tribunal Para La Paz 
y en general por las estructuras del “Sistema transicional”, que el gobierno y 
las FARC crearon en los  acuerdos de la Habana, es decir, que están siendo 
en este momento preliminarmente analizados por la justicia transicional.   
 
Se debe indicar que si bien, la cantidad de procesos jurídicos que se 
adelantan o se encuentran en juzgados de ejecución de penas y medidas ya 
de por sí son una fuente potenciable para un proceso de justicia transicional, 
                                                     
1 Comando General de Las Fuerzas Militares. 2019. G1.  TOE-Tabla de Organización y 
Equipo.  
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también es cierto que hay una cantidad indeterminada de muertes 
relacionadas con el conflicto donde la verdad no ha sido dicha y aún se 
desconocen sus pormenores o que apenas están siendo investigados de 
manera preliminar por la Fiscalía General de la Nación y los entes de 
instrucción de la justicia ordinaria.  
 
La justicia transicional espera tener una aplicación sin igual en lo que 
respecta al proceso de paz colombiano, donde no solamente los miembros 
de la Fuerza Pública deberán contar las verdades sobre los homicidios 
relacionados con el conflicto armado interno sino también los miembros de 
los grupos ilegales e incluso personas civiles que apoyaron de una u otra 
manera las acciones bélicas.  
 
El concepto de justicia transicional no ha sido decantado aún dentro de las 
Fuerzas Militares colombianas a niveles generales, por lo que muchos 
miembros de la institución desconocen el alcance y significado real del 
término, ya varias veces acuñado tanto por la prensa como por los miembros 
de la otrora mesa de conversaciones en Cuba. Seria así mismo 
indispensable que de la manera más pronta posible los miembros de la 
Fuerza Pública, conozcan como producto de instrucciones a todos los 
niveles, que la justicia transicional es aplicable inclusive a graves violaciones 
de Derechos Humanos; debiendo quedar claro que cuando el concepto se 
refiere a gravedad, indica que su accionar fuera evidentemente atroz, y 
además que dichas situaciones sean masivas y sistemáticas, lo que coincide 
con las numerosas muertes acaecidas como parte del conflicto colombiano 
no solamente por los miembros de las guerrillas, sino también por todos los 
grupos que de una u otra forma escalaron el conflicto. 
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Los antecedentes de la justicia transicional se remontan inclusive a los juicios 
de Núremberg2, si bien el termino no fue acuñado en dicha época, estos son 
claros ejemplos de juicios transicionales donde como consecuencia de una 
violación sistemática y generalizada de Derechos Humanos –como la que se 
presenta lastimosamente aún en Colombia- se propugnó por llegar a la 
verdad y a un espacio pacífico renovado.  
 
Así como los juicios posteriores a la Segunda Guerra Mundial pueden ser un 
ejemplo claro de transición, también lo son los Tribunales Especiales para 
Ruanda y Yugoslavia que la Organización de Naciones Unidas3 en cabeza 
de su Consejo de Seguridad creó con el fin de castigar a los violadores de 
Derechos Humanos en dichos conflictos.  
 
Si bien el termino existe desde antes de mitad del siglo XX el mismo solo se 
procede a acuñar desde hace unos veinte años, cuando comienzan los 
procesos de paz en los países del centro de América4, después que las 
guerrillas latinoamericanas comenzaran a observar que la toma del poder por 
las armas sería imposible (y que aquello solo se logró en Cuba, lo cual sea 
de paso dejar claro, se alcanzó por la posición geoestacionaria del país y el 
indiscutible apoyo de la nación conocida como la URSS para la época) y 
como consecuencia de lo que ya había ocurrido en el sur del continente 
americano, donde tal y como lo explica la teórica del derecho transicional la 
                                                     
2 MUÑOZ DE COTE, Alfonso. El Tribunal Militar Internacional de Nuremberg. Problemática e 
Implicaciones de su instauración.  Biblioteca Jurídica Virtual de la UNAM. Recuperado de: 
www.biblio.juridicas.unam.mx  
3 Organización de Naciones Unidas. Alto Comisionado para Los Derechos Humanos.  
Recuperado de: https://www.ohchr.org/SP/ProfessionalInterest/Pages/InternationalTribunal 
ForTheFormerYugoslavia.aspx y https://www.ohchr.org/SP/ProfessionalInterest/Pages/ 
StatuteInternationalCriminalTribunalForRwanda.aspx 
4 SERBIN A y otros. Paz, conflicto y sociedad civil en América Latina y el Caribe. Ed. Icaria. 
2007 
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argentina Ruti Teitel5, se comienza a dar en las sociedades un sentido de 
canje entre la justicia y la paz, una idea que evoca la necesidad de sacrificar 
de alguna manera el significado completo del término “justicia” por 
evolucionar hacia una sociedad pacífica.  
 
En el mundo, hasta el día de hoy, se han presentado una gran cantidad de 
casos de acuerdos de paz que han logrado transiciones exitosas en lo que 
respecta a violencia interna; solamente en Latinoamérica tenemos varios 
casos similares al colombiano, entre ellos Guatemala y Salvador6 7. Así las 
cosas, en todos esos conflictos, la participación de las Fuerzas Militares de 
las naciones tuvo un papel importante en lo que respecta a la duración y 
estructura de este. Y en todos, se propugnó por lograr que los agentes del 
Estado contaran la verdad sobre los hechos cometidos con ocasión y con 
relación a estos. Del mismo modo en dichos conflictos armados una vez 
culminados mediante mecanismos de justicia transicional, los miembros de 
las fuerzas del Estado tuvieron un papel relevante.  
 
Con el fin de lograr que los militares se acoplaran totalmente a lo que se 
decidiera en la Habana, se ordenó la presencia de un militar activo del más 
alto rango en la mesa, (Mayor General Javier Flórez8) pero ello no implicó 
asegurar al cien por ciento que los demás miembros del cuerpo de oficiales y 
suboficiales colaboraran con los mecanismos de justicia transicional; máxime 
cuando no fueron claros en la forma de anunciar a los niveles inferiores de la 
                                                     
5 Genealogía de la Justicia Transicional. Teitel Ruti (2003). Justicia Transicional Manual para 
América Latina. ICTJ  
6 Organización de Naciones Unidas sede Guatemala. Recuperado de: https://onu.org.gt/publi 
caciones/acuerdos-de-paz/ 
7 MORENO, José D. De las Armas a las Urnas. Proceso de Paz en el Salvador. Universidad 
de San Buenaventura. Mayo 2016.  file:///C:/Users/LorenaR/Downloads/3086-Texto%20de 
l%20art%C3%ADculo-8773-1-10-20170622%20(1).pdf 
8 Recuperado de:  https://www.dw.com/es/santos-env%C3%ADa-a-altos-cargos-militares-de-
colombia-a-la-habana-para-negociar-con-las-farc/a-17870660 
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jerarquía sobre la pedagogía e implementación, incluyendo sobre el cómo se 
estructuraría el proceso. El ejemplo del Palacio de Justicia, donde aún hoy 
algunos militares en retiro siguen siendo investigados por homicidio y 
desaparición forzada (crímenes declarados en algunos casos bajo el 
concepto penal de imprescriptibilidad), incluyendo llamamientos a indagatoria 
y medidas de aseguramiento vigentes, son muestra clara de la razón por la 
cual los hoy uniformados en actividad o en retiro observaron y aún observan 
con recelo las consecuencias jurídicas del proceso de paz.  
 
Es cierto que las experiencias pasadas implicaron un peso negativo sobre el 
aspecto transicional de la justicia en lo que respecta a militares. En el 
acuerdo de víctimas, firmado en diciembre de 2015 por las partes, se dejó 
claro que la justicia transicional para los militares será individual, es decir que 
a la Jurisdicción Especial para la Paz (JEP) podrán asistir los uniformados de 
manera particular, lo que podría tener un aspecto positivo en el conocimiento 
de la verdad total, puesto que algunos estarán dispuestos a dar a conocer 
todos y cada uno de los elementos del conflicto armado sin importar la 
jerarquía en la línea de mando.  
 
Los procesos de justicia transicional y en específico la Jurisdicción Especial 
para la Paz creada por el acuerdo de paz colombiano, provee a aquellos que 
serán sujetos de dichos procedimientos, unos mecanismos que les darán las 
circunstancias necesarias para decir la verdad y obtener beneficios por dicha 
realidad con el fin de culminar las razones que dieron pie al conflicto de 
primera mano. En el caso colombiano específicamente en lo que respecta a 
los acuerdos firmados en noviembre de 2016, estos son esperanzadores 
respecto de las soluciones que los miembros del Ejército y la Fuerza Pública 
tienen para utilizar los mecanismos transicionales; sin embargo hasta que 
dicha justicia no profiera de manera formal sus primeras decisiones sobre los 
casos relacionados con el conflicto armado, (lo que se vislumbra próximo al 
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momento de escribir estas páginas) todo ello es susceptible de ser 
modificado, en especial el punto que se refiere a la forma como la base 
jerárquica de la pirámide militar contará la verdad.  
 
Los miembros en retiro de las Fuerzas Militares que hoy no pertenecen a la 
línea de mando, (por estar dentro de la reserva activa) sin duda tendrán 
mayor libertad para contar los hechos ocurridos con ocasión del conflicto 
durante estos casi treinta años de recrudecimiento de la violencia. Es cierto 
que los mecanismos no diferencian entre personal activo y en retiro, sin 
embargo, también es claro que el personal retirado (especialmente quien ya 
goza de su derecho de asignación de retiro, lo que quiere decir que han 
cumplido los veinte años de servicio y son titulares de una pensión por su 
trabajo), no tendría razones para evitar decir la verdad, con el fin de obtener 
beneficios jurídicos dentro de sus procesos penales y porque no, lograr que 
las víctimas sean reparadas con el esclarecimiento total de los hechos.  
 
El problema radica en las verdades que el personal activo pueda decir y que 
vinculen dentro de sus versiones a personal de jerarquía superior aún activo 
en la línea de mando. Con el fin de lograr una justicia transicional con 
estándares internacionales, dentro de los 74 puntos acordados de la mesa 
de conversaciones de la Habana se encuentra la jurisdicción transicional, 
que fue llamada JEP por la abreviatura de Justicia Especial para La Paz y 
que tendrá competencia, no solamente para miembros de las guerrillas que 
activaron el conflicto sino para los agentes del Estado que sean 
considerados como sujetos activos de crímenes graves y de alto impacto en 
lo que respecta a la violación de Derechos Humanos.  
 
Uno de los fines del acuerdo implica que el propósito del mismo sea conocer 
la verdad completa respecto de los crímenes atroces, siendo requisito 
indispensable por parte de aquellos victimarios (agentes del Estado o 
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miembros de las guerrillas) que se vinculen a este proceso, decir toda la 
verdad y reparar a sus víctimas, además de asegurar la no repetición, pero 
sometiéndose a sanciones impuestas por el Tribunal Especial para la Paz.  
 
La verdad es un elemento indispensable en los procesos de paz, sin ella no 
tendría sentido crear tribunales como el que este acuerdo creó, sin embargo, 
en los militares activos, la verdad dependerá en gran manera de los 
resultados que ellos mismos observen en el transcurso del proceso. Nadie se 
atreverá a hablar, si su futuro o su carrera se encuentran en entredicho.  
 
En el caso del proceso de paz y respecto de los homicidios en persona 
protegida que se adelantan actualmente en las fiscalías Especializadas de 
Derechos Humanos, requieren los uniformados tener certeza plena que 
cuando estén dispuestos a decir la verdad y reparar a sus víctimas en un 
proceso de justicia de transición, las penas serán las mismas que le serán 
aplicadas a los miembros de la insurgencia y además que ello, no implique 
expensas económicas para los uniformados.  
 
El punto es cómo lograr que un militar de rango medio diga la verdad y 
repare a sus víctimas, cuando su verdad podrá implicarle represalias 
administrativas dentro de su carrera como uniformado. En el caso 
colombiano, los militares de carrera, y los soldados profesionales en general, 
han sido instruidos para que la vida de la milicia sea su única profesión y no 
será sencillo que los mismos acuerden suspender o perder sus carreras a 
costa de decir una verdad que nadie corrobora.  
 
Allí se presenta uno de los aspectos más radicales sobre el proceso 
transicional nacional y los uniformados y es lo que respecta a que los demás 
miembros de un grupo que cometió una grave violación a los Derechos 
Humanos acepte la verdad que su compañero de filas afirma y la ratifique, 
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todo ello con el fin de obtener una verdad plena y por supuesto una no 
repetición de los hechos asumidos, la cual en casos de grupos tanto de 
militares como de insurgentes, requiere sin duda la colaboración de todos y 
cada uno de ellos. Para este punto se requiere que todos los uniformados 
que participaron en las violaciones objeto de la justicia transicional o en 
general del proceso de la Jurisdicción Especial para la Paz, tengan la 
intención de decir la verdad y participar en el mismo.  
 
Si bien está claro que el proceso transicional no puede ni debe ser grupal, ya 
que la justicia es individual y más aun la que se aplica en casos de 
finalización de conflictos, también es cierto que mientras más uniformados 
participen en dichos tribunales, más verdades y certezas de no repetición se 
obtendrán.  
 
El artículo veintiocho (28) del Estatuto de la Corte Penal Internacional en su 
literal A9, indica la responsabilidad de superiores jerárquicos en situaciones 
de control efectivo (lo que desarrollará con mayor precisión en el segundo 
capítulo de esta monografía) y es allí donde los militares deberán demostrar 
en el caso de una justicia transicional los grados de dicho control que, sobre 
los autores directos de los hechos punibles se tenía, puesto que los altos 
rangos deberán asegurar que la Corte Penal Internacional no podrá solicitar 
juicios o condenas en contra de militares una vez satisfechos los requisitos 
de esta justicia especial.  
 
Si bien Colombia ya cuenta con una ley de transición, (ley 975/2005) en el 
marco de dicha norma los miembros de las Fuerzas Militares solo fueron 
considerados como víctimas, pero la misma no estuvo destinada a lograr que 
                                                     
9 Estatuto de la Corte Penal Internacional. Julio de 1998. Aprobado en Colombia mediante la 
ley 742 de 2002 
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los uniformados contaran la verdad ni mucho menos a evitar la repetición 
respecto de homicidios relacionados con el conflicto y tampoco revelar las 
posibles relaciones que a principio del siglo XXI se pudieron presentar entre 
los miembros de las Fuerzas Armadas y los miembros de grupos ilegales de 
extrema derecha conocidos en el país como paramilitares o autodefensas 
ilegales. 
 
Respecto de su papel como víctimas, también es cierto que en el marco del 
conflicto cientos de miembros de la Fuerza Pública sufrieron amputaciones 
de sus miembros inferiores y superiores o inclusive la muerte, lo que les 
daría la calidad necesaria para poder acceder al sistema transicional; esto 
implicaría que una misma persona podría postularse al sistema con doble 
calidad, ya que conocería actos violatorios de Derechos Humanos y a su vez 
seria víctima del conflicto armado.  
 
La idea de una verdad en lo que respecta a los miembros de la Fuerza 
Pública, implicaría poder conocer hasta el último detalle de todos los 
homicidios que con relación al conflicto armado interno se presentaron en el 
país, sin embargo, la idea de conocer esta tan anhelada verdad, no 
solamente implica para un sector de la población que los militares detallen 
las historias reales en un sistema de transición, sino que los mismos no sean 
equiparados o igualados a los miembros de los grupos de guerrilla. 
 
Si bien en la actualidad la opinión pública y jurídica colombiana, está dividida 
sobre la actuación de los uniformados en los mal llamados “falsos positivos” 
respecto de si los mismos deberán ser juzgados de igual manera que los 
guerrilleros o con mayor gravedad por ser agentes del Estado, ello en ultimas 
será responsabilidad de los tribunales que la Jurisdicción Especial para la 
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Paz trae, más exactamente del tribunal en una de sus cuatro secciones10 
donde se deberá determinar si los miembros del Ejército, por dichos 
crímenes de alto impacto y gravedad cumplirán penas sustitutivas o penas 
de prisión.   
 
Los miembros del Ejército Nacional, la Policía Nacional, La Fuerza Aérea y la 
Armada Nacional son los artífices de la permanencia de la democracia y son 
quienes se encargaron en las épocas más violentas de impedir que los 
grupos ilegales se tomaran el poder. Su credibilidad como entidad nacional 
está arraigada en un gran sector de la ciudadanía, siendo uno de los grupos 
de mayor aceptación a nivel estatal, y presentarlos ante la población en 
general como victimarios, traerá además en ese grupo de ciudadanos 
inconformismo y una posible inestabilidad institucional, máxime cuando 
solamente unos pocos miembros de la institución participaron directamente 
en los crímenes de guerra que deberán ser investigados.  
 
Es claro que, dentro de un sistema de transición, será imposible crear 
tribunales independientes tanto para miembros de la Fuerza Pública como 
para los miembros de la insurgencia, pero en ese aspecto metódico radica 
una de las circunstancias que más dudas le ha traído el sistema al personal 
uniformado y es la garantía de ser juzgados imparcialmente por el mismo 
tribunal que aplicará justicia a los miembros de los grupos fuera de la ley. 
 
Ya de por si es discutible el nivel de verdad que un uniformado pueda aportar 
a un proceso de esta envergadura, y más aún cuando se sienta judicializado 
por el mismo juez que acusará y juzgará a su otrora enemigo y es allí, donde 
el trabajo en los niveles inferiores de la pirámide militar, deberá realizarse 
                                                     
10 BARBOSA, F. Justicia Transicional o Impunidad. La encrucijada de la Paz en Colombia. 
Ediciones B. Bogotá. Febrero 2017. Páginas 197 y ss.  
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con el fin de obtener la justicia anhelada, demostrándole a los soldados 
profesionales y a los uniformados de bajo rango que la Jurisdicción Especial 
para la Paz, será imparcial y traerá ventajas para todos los miembros de la 
sociedad.    
 
Cuanto tiempo tomará el esclarecimiento de la verdad y la justicia en los 
casos donde los militares se vean inmiscuidos también será un asunto de 
peculiar relevancia, los juicios actuales han llevado a gran número de 
personal a estar privado de su libertad sin estar condenado y únicamente con 
medidas preventivas, lo que indiscutiblemente va en detrimento de la 
voluntad de verdad por parte de los actores. Los uniformados que se 
encuentran con medidas restrictivas acudirán sin duda al sistema con el fin 
último de solucionar sus problemas judiciales y aceptar penas alternativas 
cuando ello sea factible, pero si el proceso transicional toma más tiempo del 
esperado, los uniformados comenzarán a abandonar los procesos judiciales 
de transición o bien sea por coacción o por voluntad propia al no encontrar 
las justas respuestas a sus dudas.  
 
Así las cosas, todos estos aspectos implicarán demostrar en fin último si el 
sistema de transición en lo que respecta a la justicia con los miembros de las 
Fuerzas Militares, servirá para lograr la tan anhelada paz en un país ad-
portas de finalizar el conflicto.  
 
Esto en síntesis nos lleva a tener que preguntarnos, como funcionará 
realmente la Jurisdicción Especial para la Paz (JEP) y las normas que la 
conforman, especialmente los artículos que por vía legislativa han sido 
incorporados a la Constitución respecto de los uniformados. El Acto 
Legislativo N 001 que introdujo todos los cambios necesarios 
constitucionales para la estructura funcional del proceso de paz dio también 
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en el artículo veinticuatro (24) los parámetros para considerar lo que se 
denomina en Derecho Penal Internacional “Responsabilidad del Mando”. 
 
La estructura de dicha rama del Derecho Penal, ha sido una de las de 
mayores riquezas doctrinarias en la actualidad; sus elementos, requisitos y 
demás, están siendo decantados en la doctrina y jurisprudencia y por ende, 
debería el Estado Colombiano en su proceso de paz, mantener dichas 
medidas en la novel estructura transicional. Pero aclarar dicho tema, no 
solamente implica verificar uno por uno los elementos, por el contrario, 
también debe quedar claro específicamente, que los mismos propugnen por 
el final ideal, es decir, conocer los máximos responsables y evitar la 
repetición de estos hechos en un futuro.  
 
¿Cómo esta entonces estructurada la JEP en cuestiones de Responsabilidad 
del Mando? ¿Está la misma adecuada y correcta conforme a los parámetros 
internacionales? Estas son preguntas que en caso de tener respuestas 
negativas, dejaran un amplio margen de maniobra para la justicia 
internacional y con ello una demostración clara que el proceso de paz 
colombiano por más que estuviera lleno de buenas intenciones, no cumplió 




PRIMERA PARTE. LA JUSTICIA TRANSICIONAL Y EL 
POSTCONFLICTO EN COLOMBIA 
 
 
Un país acostumbrado a la guerra, con unas Fuerzas Militares poderosas y 
con un convencimiento que la lucha armada es el mejor camino para resolver 
las diferencias, toma la decisión de elegir un segundo rumbo respecto de las 
posibilidades de solución de conflictos y decide, mediante un gobierno de 
mayorías comenzar un proceso de paz que pusiera fin al conflicto armado 
interno que está viviendo desde hace más  de cincuenta años.  
 
Cuando en el año 2012, y después que se anunciara formalmente que el 
gobierno central estaba realizando acuerdos11 previos con la guerrilla de 
mayor poderío del país las FARC-EP (Fuerzas Armadas Revolucionarias de 
Colombia - Ejército del Pueblo, en adelante FARC), las implicaciones de 
dicho acuerdo no se hicieron esperar. Políticamente, el mismo tenía 
seguidores y detractores y jurídicamente ello no fue la excepción. El contexto 
jurídico de un acuerdo de paz implica conocimientos a fondo sobre temas 
especiales y en muchos casos tomar decisiones que incluso irían en contra 
de los pensamientos personales de quienes redactaron los textos.   
 
Pero este no es, ni de manera lejana, el primer intento de acordar la 
resolución del conflicto armado interno por parte del gobierno colombiano 
(cualquiera que este sea). Si revisamos el asunto, debemos remontarnos a 
los procesos de paz con las guerrillas liberales; en 1953 fue precisamente un 
militar quien pactó con dichos revolucionarios la paz; desde 1930 el Estado 
colombiano se encontraba inmerso en un conflicto armado de carácter 
                                                     
11 Centro de Memoria. Paz y Reconciliación. Diálogos de la Habana (2012). En:  http://centr 
omemoria.gov.co/HechosDePaz/ 
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político bipartidista y no fue hasta comienzos de la década de los cincuenta, 
cuando el Teniente General Gustavo Rojas Pinilla mediante un golpe militar, 
sin violencia, promovió la desmovilización de los armados mediante 
amnistías y entrega de armas, proceso que lamentablemente no logró su 
cometido, puesto que mientras en el país se intentaba lograr una transición 
pacífica los vecinos en la región se encontraban bajo el auge comunista, 
encontrándose en boga a lo largo y ancho del continente este tipo de 
contexto sociopolítico como salida general a los problemas sociales de 
inclusión y pobreza extrema. Pese a ser promovido por los mismos 
uniformados, el proceso de paz de las guerrillas liberales no llegó a feliz 
término y la violencia continuó, logrando por el contrario que estos grupos 
armados se afianzaran y mantuvieran la vía de las armas como medio de 
solución de elementos socioeconómicos.     
 
El segundo intento de paz llegó a finales de la década de los ochenta, 
cuando el entonces presidente Virgilio Barco logró un acuerdo de fin de 
hostilidades con el Movimiento Revolucionario 19 de abril (M19), guerrilla que 
floreció a mediados de la década de los setenta como consecuencia del 
presunto fraude de las elecciones del 19 de abril de 1970. De corte 
comunista, tal y como sus antecesoras y predecesoras, el M19 utilizó las 
armas como medio de solución de conflictos sociales y su más conocido 
atentado, “El Palacio de Justicia”, forzó que en el año 1989 se concluyera 
con un “Pacto Político por la Paz y la Democracia12”. Pero para comienzos 
del último decenio del siglo pasado ya el M19 no era la única guerrilla con 
capacidad bélica dentro del país, el ELN (Ejército de Liberación Nacional) las 
FARC, el EPL (Ejército Popular de Liberación), el PRT (Partido 
                                                     
12 Recuperado en:  http://pdba.georgetown.edu/CLAS%20RESEARCH/Library%20and%20 
Documents/Peace%20Processes/1990-1994/1990%20Mar_M19_Acuerdo.pdf 
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Revolucionario de los Trabajadores) y el Quintín Lame, hacían estragos por 
todo el territorio nacional.  
 
Con el fin de erradicar la violencia, el presidente Cesar Gaviria, tenía la firme 
convicción de lograr la tan anhelada y completa paz en el territorio, y para 
ello adelantó tratos de paz con las guerrillas del PRT, el Quintín Lame y el 
EPL, las cuales tuvieron presencia en la Asamblea Nacional Constituyente. 
Como ejemplo de dichas transformaciones políticas, el Quintín Lame 
modificó su estructura bélica en política, llamándose Alianza Social Indígena, 
partido político que actualmente existe y representa a los aborígenes 
colombianos.  
 
Los procesos de paz, por un momento estuvieron a punto de convertir a 
Colombia en un Estado pacífico, mientras se dialogaba con las guerrillas de 
menor tamaño y se les brindaban sillas en la Asamblea Nacional 
Constituyente, el gobierno adelantó los diálogos de Caracas y Tlaxcala 
(México) con la otrora Coordinadora Guerrillera Simón Bolívar (GCSB), que 
era la unión desde 1985 de las más consolidadas guerrillas (M19, FARC, 
ELN, EPL). Estos diálogos comenzaron en Caracas, Capital de la República 
de Venezuela, por supuesto ya sin la presencia del M19 quienes habían 
depuesto las armas y se trasladaron a la ciudad mexicana de Tlaxcala a los 
pocos meses, como consecuencia del intento de golpe de Estado en la 
hermana República venezolana.  Pero el 4 de mayo de 1992 en medio de los 
diálogos, el EPL secuestró al exministro Argelino Duran Quintero quien murió 
en cautiverio y gracias a ello, el gobierno ordenó a sus plenipotenciarios 
suspender los mismos y regresar al país de inmediato13.      
                                                     
13 Centro de Memoria Histórica. Paz y Reconciliación. Diálogos de Tlaxcala. En:  
http://centromemoria.gov.co/dialogos-de-tlaxcala-en-1990-1991/  
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Este último intento, consiguió que los gobiernos que le siguieron, se 
enfocaran en la lucha contra el narcotráfico y la paz con las guerrillas 
comunistas quedara relegada a segundo plano; todo ello hasta que, a 
mediados de 1996, las FARC comenzaron a realizar secuestros masivos en 
las carreteras del país, a tomarse municipios y unidades militares a sangre y 
fuego. La situación de seguridad de la nación se vio tan descompuesta que 
el presidente de la época Andrés Pastrana ordenó el despeje de un vasto 
territorio en el suroriente del país y allí se adelantaron las negociaciones de 
“El Caguán”, que recuerdan el episodio de la “silla vacía” en 1999. Dichas 
conversaciones llegaron a su fin el 20 de febrero de 2002 cuando las FARC 
secuestraron en un avión comercial al presidente de la Comisión de Paz del 
Congreso  de la República Jorge Eduardo Gechem, lo que procuró que ese 
mismo día, el Presidente de la nación ordenara finalizar con la zona de 
despeje y por ende los diálogos.  Aquel 20 de febrero fue el último día que 
las FARC dialogaron hasta que el entonces presidente Juan Manuel Santos 
anunció en contra de cualquier pronóstico, tanto político como sociológico,  
los diálogos de la Habana.  
 
Estos más de ocho años entre uno y otro dialogo, fueron el momento cúspide 
internacionalmente hablando para el fortalecimiento del Derecho 
Internacional Penal y con ello del endurecimiento a nivel global de los 
requisitos para lograr acuerdos finales.  
 
Si se hubiese logrado la firma a comienzos de este nuevo siglo, otras serían 
las consecuencias jurídicas y legales del acuerdo de paz. Para dicho 
momento Colombia mantenía aún reserva sobre los crímenes de guerra 
dentro de la firma del Estatuto de Roma hasta el año 2009 y muchas de las 
dudas jurídicas del nuevo acuerdo no se estuviesen presentado.  
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Este nuevo acuerdo de paz colombiano se presenta justo cuando 
internacionalmente y más específicamente en el Derecho Penal 
Internacional, se está recibiendo presión por parte de los países miembros 
de la ONU (incluyendo los miembros del Consejo de Seguridad), para que la 
Corte Penal Internacional14  (CPI) se dedique a investigar y juzgar casos que 
no tengan relación con el continente africano. Es tal así, que, por varios 
medios no oficiales, los fiscales de la CPI han recibido instrucciones de 
centrar su mirada en situaciones de conflicto fuera del llamado “continente 
negro”. Como consecuencia de dichas presiones la Corte Penal Internacional 
(CPI), comenzó desde hace ya varios años exámenes preliminares de 
presuntos casos ocurridos en Colombia, Afganistán, Iraq, Palestina15 y 
Ucrania16 (sin contar las investigaciones preliminares adelantadas por 
hechos ocurridos en Buques presuntamente con banderas griegas y 
camboyanas). 
 
Con este escenario internacional, Colombia adelantó una negociación por 
cuatro años, que concluyó con un acuerdo de Paz que deberá poner a 
prueba la capacidad de adecuación de este en el nuevo marco internacional. 
Firmar un acuerdo de paz, en la actualidad no es tan sencillo como si lo 
hubiese sido antes de 1998. Los acuerdos centroamericanos, y el 
sudafricano que concluyeron en la década de los noventa no tenían la 
obligación de respetar las normas del Derecho Penal Internacional (el cual 
aún era incipiente) o por lo menos eran los mismos procesos, los que iban 
creando con su estructura el nuevo derecho a seguir. Por el contrario, el caso 
                                                     
14 Creada mediante el Estatuto de Roma. 17 de julio de 1998. Organización de Naciones 
Unidas.  
15 El 2  de enero de 2015 el estado Palestino aceptó la jurisdicción de la Corte Penal 
Internacional gracias a que el 29 de noviembre de 2012, la ONU reconoció a Palestina como 
estado observador no miembro.  
16 International Criminal Court. 2017. Situations and cases. En: https://www.icc-
cpi.int/comoros  
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colombiano será el pionero en aplicar un acuerdo de paz y mantener los 
estándares obligatorios de la CPI.  
 
Es allí, entonces donde la Justicia Transicional hace su ingreso; como bien 
ya se dijo, en los procesos de paz anteriores a 1998, simplemente las partes 
ponían las reglas y aprobaban textos en común, que concluían con la firma 
de la paz y la estabilidad de la nación; pero hoy no es tan sencillo, Colombia 
se encuentra inmersa en medio de un acuerdo, que podría resultar natural a 
los ojos de la mayoría de la población; sin embargo es claro que cuando nos 
referimos a “Justicia Transicional”, en medio de la transición, los aspectos a 
tratar se complican por el devenir de las situaciones reales tanto jurídicas 
como políticas que ocurren a la par de la implementación del proceso, 
incluyendo el cambio de Presidente de la Republica; decidiendo los 
colombianos en junio de 2018 elegir un gobierno de ideología mucho más de 
derecha que el que se encontraba durante la firma del acuerdo, y por lo tanto 
dando mayor énfasis a muchos requerimientos que fueron los que soportaron 
la victoria del NO en el año 2016. (De este tema me referiré más adelante) 
 
Con la presión jurídica de las autoridades internacionales, y la misma presión 
interna por cumplir los pactos respecto de sanciones penales a sujetos 
vinculados a los delitos cometidos con ocasión del conflicto armado, el 
gobierno y las FARC, redactaron un acuerdo de paz que está cursando 
muchos exámenes finales, pero que sin duda tiene su máxima prueba en la 
aplicación legal del quinto punto del acuerdo, respecto de las sanciones a los 
sujetos activos que participaron durante los más de cincuenta años en las 






A.  EL ACUERDO DE PAZ Y LA FUERZA PÚBLICA COLOMBIANA 
 
Afirmar que Colombia lleva más de cincuenta años de conflicto armado 
interno, implica entender que los actores armados, no solamente son los 
grupos ilegales que durante este lapso de tiempo se han propagado. Para 
combatir se necesitan dos y es aquí donde los miembros de las Fuerzas 
Militares ingresan y hacen su aporte al conflicto.  
 
Lo ideal, hubiese sido que no se presentaran conflictos que violentaran los 
regímenes constitucionales y mucho menos los Derechos Humanos de la 
población en general, pero cuando estos últimos se presentan, deben sin 
duda ser solucionados de la mejor y más pronta forma posible. Los miembros 
de los Ejércitos de las naciones deberán en caso de ser necesario y como 
última opción, atacar a aquellos que, por vía de las armas intentan modificar 
el orden constitucional y con esta respuesta militar, dar por terminado el 
conflicto sin víctimas de lado y lado y por ende lograr la rendición y el 
mantenimiento del régimen democráticamente establecido, cualquiera que 
este sea. Pero lamentablemente este ideal no se presenta en la mayoría de 
las situaciones mencionadas; por el contrario, siempre que estamos frente a 
un conflicto armado no internacional, los tiempos prolongados de las 
acciones armadas degradan la situación y los roles elementales se vuelven 
difusos, llegando a puntos muertos donde la población civil no sabe quién 
puede catalogarse como “bueno” o como “malo”. Es más, hemos llegado al 
punto como sociedad donde sin duda hay un gran porcentaje de la misma, 
que considera que quienes actuaron mal durante estos años de guerra, 
fueron los miembros de las Fuerzas Militares y no los guerrilleros de los 
grupos ilegales.  
 
El momento de la paz, trae consigo un alivio para todos. La población civil, 
los grupos armados, los miembros de la Fuerza Pública y especialmente las 
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víctimas, quienes durante años han sufrido los rigores de la guerra. Los 
militares, se creyera o no, presionan a los gobernantes de manera no formal, 
para que las soluciones sean prontas, eficaces y eficientes, lo que implicó en 
muchos casos, (de nuevo ejemplo de ello son las dictaduras 
latinoamericanas) implementaciones sin el rigor jurídico necesario.  
 
En una democracia y especialmente en una como la colombiana, las Fuerzas 
Militares y en general la Fuerza Pública, están subordinadas al poder 
democrático17, y sin dudarlo debe ser así si se quiere mantener una 
democracia firme conforme a los estándares de los legados de la Revolución 
Francesa18 y a los mínimos que los organismos internacionales indican 
mantener por parte de los Estados vinculados al orden global.  
 
No es este el lugar para demostrar los altibajos que dicha subordinación ha 
tenido a lo largo de la historia, pero en el presente momento histórico no hay 
duda de que en todas las sociedades democráticas, la relación entre el poder 
civil y el militar, es de mando y control por parte del primero de estos y de 
protección y respeto de la ley por los uniformados. Con una milicia 
subordinada al poder civil, y un Estado en etapa de transición, los hechos 
indicarían que, sin duda los uniformados acatarán y respetarán cualquier 
decisión que el ente político de la nación tome sobre su futuro.  
 
Más lamentablemente no siempre es de este modo. Las Fuerzas Militares 
son en Colombia y en cualquier nación del mundo el poder que sustenta la 
democracia (inclusive en las dictaduras, son los militares el primer apoyo de 
                                                     
17 Constitución Política Colombiana. 1991. “Articulo 189. Corresponde al Presidente de la 
República como Jefe de Estado, Jefe del Gobierno y Suprema Autoridad Administrativa: 3. 
Dirigir la fuerza pública y disponer de ella como Comandante Supremo de las Fuerzas 
Armadas de la República. 
18 Las Relaciones civiles militares en una democracia. Año 2005. Revistas Fuerzas Armadas 
y sociedad. Años 19. N°1. página 153-168-. En: http://www.fes-seguridadregional.org/ima 
ges/stories/docs/0365-001_g.pdf  
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los regímenes autocráticos) y por ende son los encargados de mantener el 
Estado de derecho en los Estados libres.  
 
No sería correcto, que se propugnara porque las estructuras de las etapas 
transicionales fueran aprobadas por los altos mandos castrenses. La 
decisión de la paz o la guerra, debe ser netamente del estamento político-
cívico de una nación, y únicamente los uniformados, están encargados de 
preservar el estado de paz acorde con las directrices impartidas por el poder 
ejecutivo; de otro modo, estaríamos en un sistema antidemocrático y poco 
creíble, puesto que la participación política de la milicia siempre debe tener 
un punto de álgida contención.  
 
El proceso de paz colombiano es una clara muestra de ello; en la Habana se 
dialogó con los miembros de las FARC, pero no es un secreto que en dichas 
conversaciones tuvieron injerencia y decisión los militares representados por 
altos mandos que vigilaron los intereses de las fuerzas, especialmente del 
Ejercito, dejando siempre las decisiones de mayor trascendencia en manos 
del poder  ejecutivo y teniendo una participación importante y continua, pero 
no principal en el acuerdo de paz.  
 
El propósito fundamental por el cual los militares, se sentaron en la mesa era 
lograr que durante la transición no ocurrieran los mismos hechos que en el 
proceso de paz con el M19 en los años noventa. Es decir, que los guerrilleros 
terminaran con indultos y amnistías, (y ocupando cargos de elección popular) 
mientras que los uniformados resultaron condenados penalmente con 
sentencias de inclusive hasta 20 años19.  
                                                     
19 Derecho Penal Colombiano. Tribunal Superior de Bogotá. 30 de enero de 2012. 
Comunicado oficial. En:   http://derechopenalcolombia.blogspot.com.co/2012/01/sentencia-
del-tribunal-superior-de.html 
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El acuerdo de paz se realizó en medio de la división de la nación; los 
ciudadanos colombianos encontraron en algunos aspectos del acuerdo de la 
Habana, situaciones con las que no estaban conformes por considerar una 
presunta impunidad. (Sea desde ahora el momento de manifestar, que dicha 
impunidad no la considero visible en el acuerdo de 2016, si bien el acuerdo 
tiene muchos aspectos que hubiesen debido ser redactados de otra manera, 
la impunidad no es una de ellas). Otro tanto considera que las víctimas no 
podrán presenciar castigos a sus victimarios y que en general, la vía del 
dialogo no es la adecuada. No por lo menos con lo acordado el 25 de 
noviembre de 2016.  
 
Todos los que de una u otra forma tuvieron una consecuencia del conflicto,                  
-cualquiera que ella sea- esperaron entonces que el acuerdo, les brindara la 
mejor y más rápida forma de sanar heridas y cerrar ciclos de violencia y 
agresión.  
 
Los militares, en Colombia según fallos proferidos por jueces penales y en 
ocasiones (cuando los procesos han llegado a sede de casación) por la 
misma Corte Suprema de Justicia, han sido sujetos activos de un gran 
sinnúmero de crímenes que culminaron con sentencias condenatorias, como 
por ejemplo la Sentencia en contra del Teniente de Fragata de la Arma 
Nacional Rodríguez Rodríguez, quien mediante casación fue condenado 
como coautor por el delito de Homicidio en persona protegida20 así como la 
sentencia proferida en contra de los soldados profesionales del Ejercito 
Nacional Yovany Murillo Criollo21 y Genaro Vega Molina a quienes también 
en sede de casación el alto tribunal condenó por el delito de Homicidio en 
Persona Protegida, solo por mencionar unos pocos casos, puesto que estos 
                                                     
20 Corte Suprema de Justicia. Rad. Sp4904-2018 49884 del 14 de noviembre de 2018 
21 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Penal. Radicación 42589 del 11 de abril de 
2018 
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en sede de revisión de jurisprudencia se cuentan por cientos22. Durante el 
proceso de paz, los centros de reclusión militar se encontraban a su máxima 
capacidad y los internos por decisiones judiciales se veían multiplicados 
diariamente. Como consecuencia de esta situación, de la cual el país fue 
testigo mediante escándalos mediáticos, varios comandantes de unidades -
inclusive un Comandante General del mismo Ejercito23-, fueron destituidos y 
los ojos del país se centraron en la reacción de los militares y su cadena de 
mando sobre dichos hechos.    
 
A medida que los procesos penales aumentaban y por ende la cantidad de 
uniformados detenidos mediante medidas de detención provisional o 
inclusive sentencias condenatorias, se presentó entonces la coyuntura del 
proceso de paz (la diferencia temporal entre los mal llamados “falsos 
positivos y el inicio del proceso paz fue de tan solo 3 años).  Es entonces 
cuando los uniformados utilizaron el momento clave para solicitar un lugar en 
la mesa de la capital cubana, y poder así hacer parte del proceso, buscando 
evitar que los hechos de los noventa se repitieran.  
 
Pero no todos los militares son expertos en justicia transicional (existen 
algunos y sus posiciones fueron escuchadas durante el proceso) y su 
posición en la mesa consistía en avalar desde el punto castrense los 
acuerdos y propugnar además por la seguridad jurídica de sus hombres, lo 
que sin duda incluía lograr que quienes se encontraban detenidos por 
                                                     
22 Las sentencias en sede de Casación proferidas por la H. Corte Suprema de Justicia donde 
condenan a militares por Homicidios en persona protegida, se profirieron en masa 
aproximadamente desde el año 2010 hasta la fecha. Incluyendo una de las más importantes, 
la sentencia del Caso Santo Domingo, donde se condenaron a dos pilotos, el TE. Cesar 
Romero Pradilla (piloto) y TE. Johan Jiménez Valencia (Copiloto) de un helicóptero UH-
1H4407 (Lechuza) que portaba la bomba clúster,  por el bombardeo sobre el municipio de  
Santo Domingo Arauca donde fallecieron varios civiles.  
23 El Tiempo. 2008. Recuperado de: http://www.eltiempo.com/archivo/documento/CMS-
4735733  
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hechos relacionados con el conflicto, lograran  los mismos beneficios que los 
miembros de los grupos ilegales, en este caso específico que los guerrilleros 
de las FARC cuando la implementación viera la luz.  
 
Romper el vínculo militar y bélico y sentarse a dialogar con el enemigo, no 
debió ser tarea fácil; entender que no hubo un ganador contundente, que 
nadie salió victorioso por la puerta de adelante con la bandera del triunfo y 
que todos los muertos y heridos fueron en vano, debió resultar sin duda una 
lucha no solo en la mesa de negociaciones, sino más aún, en la conciencia 
de todos y cada uno de los delegados de cada lado del conflicto.  
 
Como consecuencia de dicha mesa, el 24 de agosto de 2016 se firmó en la 
Habana, Cuba el “Acuerdo final para la terminación del conflicto y la 
construcción de una paz estable y duradera24”, que tal y como lo prometió 
el gobierno nacional de entonces, seria refrendado en unas elecciones de 
plebiscito que se realizaron en el mes de noviembre de 2016. Dichas 
elecciones resultaron con la victoria del NO, lo que concluyó en la 
elaboración de un nuevo acuerdo con modificaciones en algunas estructuras 
con la ayuda en algunos puntos de partidos políticos que no habían 
participado en la redacción original, pero nunca con la presencia de la 
entonces oposición, que el día 12 de noviembre del mismo año fue puesto a 
consideración del poder legislativo para su aprobación y refrendación. (El 29 
y 30 de noviembre de 2016 el Congreso de Republica refrendó el Acuerdo).   
 
Desde este lamentable episodio y como consecuencia del mismo el país 
terminó más dividido y por supuesto los militares no fueron la excepción tal y 
como ciudadanos que son.  
                                                     




Con la prohibición constitucional de participar en política, pero con las 
organizaciones de militares retirados exponiendo sus consideraciones a 
nombre propio y de todos los miembros de la Fuerza Pública, la división en 
estas instancias tampoco se hizo esperar. El nuevo acuerdo de justicia 
transicional y en especial el punto cinco, trajo diversas condiciones tanto 
políticas como jurídicas que se resuelven a medida que los pasos firmados 
se van dando y que la implementación toma, tanto fuerza fáctica como 
jurídica.  
 
Pero la idea fundamental de ubicar a los uniformados cobijados por una 
“Justicia Especial para la paz” (JEP), en la cual los militares detenidos, bien 
sea condenados o sindicados recibieran beneficios, se mantuvo; pese a que 
varias tendencias políticas asumieron que participar en la JEP implica decir 
una verdad que en muchos casos no se presentó, (decir que se cometió un 
delito solo por garantizar beneficios no es la máxima de la justicia 
transicional, por el contrario, el que se considere inocente y hubiese sido 
condenado según su parecer injustamente, tiene el espacio de la JEP para 
demostrarlo) los uniformados detenidos, casi que por unanimidad han 
firmado las actas de participación y se han ido acogiendo al nuevo sistema 
penal de transición. (Sobre este punto trataré más a fondo en el segundo 
capítulo, inclusive efectuando un trabajo de campo con militares privados de 
la libertad y su concepto sobre la JEP).  
 
Pero es allí donde la naturaleza del sistema se verá. Los uniformados que 
ingresan al mismo deberán, gracias a los fundamentos propios de la misma 
JEP, decir la verdad sin importar cuál esta sea. Es claro el texto del acuerdo, 
cuando afirma que los agentes del Estado recibirán un tratamiento equitativo, 
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equilibrado, simultaneo y simétrico25, lo que sin duda quedo corroborado por 
el Acto Legislativo N° 001 del 4 de abril de 2017,26 la Ley 1820 de 2016, el 
Decreto Ley 706 de 2017 y el Decreto 1269 de 2017, en los cuales se 
asegura ya de manera formal en la Constitución Política Colombiana y en la 
legislación, un trato de dicha forma para los agentes del Estado.    
 
Con estos elementos de presente, la Fuerza Pública colombiana se preparó 
para su participación definitiva en la implementación y adecuación nacional 
de los acuerdos de paz; sin duda estos acuerdos implicaron una nueva 
realidad no solo nacional, sino geopolítica, puesto que la izquierda 
latinoamericana, apoyó y preservó los acuerdos como demostración regional 
de la fuerza ideológica de la región, mientras que a su turno, la derecha que 
cada vez toma nuevamente más fuerza en el continente, hizo lo propio al 
rechazar algunos aspectos básicos del mismo.   
 
La justicia transicional tiene sus inicios desde hace ya varios años de manera 
formal con el nombre que actualmente le damos, más, sin embargo, desde 
hace cientos de años, los conflictos internos se solucionaban mediante un 
“derecho de vencedores”, que implicaba acordar unas reglas para los 
perdedores, y en la mayoría de las oportunidades para los miembros de las 
Fuerzas Militares de dichos grupos o naciones en conflicto. La idea de una 
justicia que aplique a los militares debe centrarse ante todo en conocer la 
esencia del uniformado, sus conceptos netamente castrenses y los devenires 
de la guerra, elementos esenciales en un proceso de transición que requerirá 
de una justicia acorde a la medida de la expectativa del momento.  Es más, 
si bien mucho se ha hablado de los nuevos magistrados de la Justicia 
                                                     
25 Texto del acuerdo de Paz de Colombia. Entre las FARC EP y el Gobierno nacional. 26 de 
noviembre de 2016. página 149.   




Especial para la Paz, también es cierto que poco se ha mencionado que dos 
oficiales en retiro, uno del Ejercito y otro de la Armada Republica de 
Colombia, que alcanzaron altos puestos en la Justicia Penal Militar, hacen 
parte hoy del conjunto de jueces que tomaran las decisiones en este nuevo 
sistema.   
 
La legitimidad del Estado recae sobre sus Fuerzas Militares, y el futuro de la 
paz, depende que el proceso de transición por el que hoy cursamos tenga un 
final con aceptación de la totalidad de la sociedad, y para ello los 
uniformados, quienes pese a las circunstancias y a las consecuencias -
cualquiera que ellas sean- deberán decir la verdad y sanar las heridas que 
en muchos casos inclusive hoy continúan abiertas.  
 
El paquete legislativo correspondiente al acuerdo de paz tomó vida a medida 
que los acuerdos políticos entre el Ejecutivo y el Legislativo tomaron rumbo, 
la normatividad expedida bien sea como actos legislativos,  leyes o como 
decretos con fuerza de ley, impactaron de una u otra forma en la totalidad de 
los militares de la nación, y a medida que la Corte Constitucional se va 
pronunciando sobre las decisiones adoptadas en el Congreso de la 
Republica, los jueces transicionales van teniendo herramientas para 
proceder conforme al acuerdo se los ordenó.  
 
Dentro de la tropa en general, los conocimientos pormenorizados de los 
aspectos del proceso de paz son pocos. No solo por la falta de educación en 
el tema, sino también y valga la pena decirlo, por la falta de interés por parte 
del común del militar colombiano en la situación. Si el uniformado no tiene 
intereses penales de por medio poco conoce de los beneficios o de los 
devenires del proceso como tal y mucho menos la incidencia que este tendrá 
en la vida castrense.   
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El uniformado colombiano del común agradece que la guerra hubiese 
disminuido su nivel de agresión, más sin embargo considera que el asunto 
del proceso de paz, es netamente elemento a tratar por parte de los altos 
mandos y los gobernantes de la nación.   
 
En el derecho comparado, más exactamente en los procesos de paz 
centroamericanos, los Ejércitos resultaron disminuidos en sus capacidades 
de acción tanto interna como internacionalmente. Ejemplo de ello, el acuerdo 
de paz de Chapultepec27, con el cual terminó el conflicto en El Salvador, que 
concluyó entre otras cosas con el compromiso en la reducción de tropa de 
las Fuerzas Armadas y la “depuración” de la misma, así como la perdida de 
muchas de sus funciones, dejando a los uniformados en situaciones muy 
reducidas dentro de su nueva estructura estatal.  
 
Estos espejos, sirvieron de motivo para que los uniformados colombianos 
sintieran temor sobre el futuro del estamento castrense, lo que determinó que 
en varias oportunidades el Presidente de la República de ese entonces Juan 
Manuel Santos, manifestara en público que en las conversaciones no estaba 
en juego la reforma a las Fuerzas Militares. 
 
La transición implicó cambios, de eso no hay duda. Los cambios no siempre 
son malos y mucho menos cuando se habla de paz, pero si es cierto que, por 
su misma doctrina y academia, en los militares los cambios significan 
transformación de conceptos, lo que si involucró modificación interna de los 
conocimientos básicos castrenses, y es allí, donde el desarrollo transicional 
de la normativa colombiana envuelve directamente a la estructura 
uniformada nacional.          
                                                     
27 Acuerdos de Paz de Chapultepec. 16 de enero de 1992. Página 1-7 En: 
http://www.redicces.org.sv/jspui/bitstream/10972/229/1/Acuerdos%20de%20Chapultepec.pdf 
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Las Fuerzas Militares colombianas, son de las pocas Fuerzas Armadas del 
continente que no accedieron a presiones e instalaron dictaduras en la 
segunda mitad del siglo pasado, y ello trae de por si unos antecedentes 
respetuosos de la Constitución y las leyes, de los cuales no se vislumbran 
intereses que procuren modificar dicha situación.  
 
Cuando por primera vez en la historia del país, un militar activo hizo parte 
permanente de la mesa de conversaciones de la Habana, las Fuerzas 
Militares, concretaron con ello la intención de permanecer atentas a los 
aspectos de su incumbencia y llevar hasta el más alto nivel los esfuerzos por 
mantener la democracia en el estado en que se encontraba.  
 
El acuerdo, en ningún momento menciona reducción, sustitución o 
modificación alguna de la estructura de la Fuerza Pública, por el contrario, de 
la lectura detallada del mismo, se observa que el tema de la cantidad de 
miembros, sus deberes estatales y sus componentes internos, no fueron si 
quiera mencionados, haciendo con ello honor al compromiso pactado, previa 
instalación de la mesa en Cuba. Pero entonces ¿A qué se dedicaron 
decenas de uniformados que viajaron de manera constante a la capital de la 
isla caribeña, si los temas castrenses no fueron debatidos? 
 
Como primera medida, la seguridad de las Zonas Veredales Transitorias de 
Normalización (ZVTN) debían tener una estructura que permitiera la 
concentración de la totalidad de los miembros de la guerrilla de las FARC y 
dichos desplazamientos y reuniones deberían contar con el visto bueno de 
los militares. Los lugares de tránsito desde donde delinquían los miembros 
de las FARC, hasta los lugares exactos donde comenzarían su vida civil, 
requerían ser meticulosamente protegidos y vigilados por los agentes 
estatales, en el sentido que cualquier falencia por minúscula que fuese 
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acabaría con el proceso y echaría por la borda los más de tres años de 
trabajo en Cuba.  
 
Así las cosas, los detalles de desplazamiento de los hombres y mujeres de 
las FARC, requerían no solo del conocimiento de los uniformados, sino más 
importante aún, de su apoyo en todos los aspectos, puesto que la seguridad 
de los insurgentes corría entonces por los deberes de los miembros en su 
mayoría, del Ejercito Nacional. Con la tarea de asegurar dichos movimientos, 
la Fuerza Pública asumió dentro del acuerdo, la que tal vez fue la más 
importante de todas las asignadas dentro del mismo y era la seguridad 
perimétrica (1 kilómetro dice exactamente la redacción del texto) de las 
ZVTN.  
 
La estructura de la misma fue minuciosamente detallada, y a los uniformados 
especialmente a los miembros del Ejército, se les otorgó la dura misión de 
cuidar a sus otrora enemigos a tan solo a kilómetro de distancia. El desafío 
mayor, comenzó entonces para el proceso; el lograr que soldados y 
guerrilleros estuvieran tan cerca y evitar a toda costa que se presentaran 
enfrentamientos, no solo armados sino de tipo personal, fue el primer y más 
importante paso para la reconciliación nacional; es más, una vez finalizadas 
dichas zonas, se pudo decir orgullosamente que el transito fue impecable, no 
se presentaron enfrentamientos armados en las ZNTV ni situaciones que 
lamentar, pese a que muchos guerrilleros incumplieron su palabra y salieron 
de las mismas portando armas y llevándoselas  consigo lejos del proceso de 
paz.    
 
No hay duda que la situación fue mucho más compleja de lo que el papel y 
los miembros negociadores esperaban, muchas personas estuvieron cerca 
de las mismas que dieron muerte a sus compañeros (de lado y lado), otros 
se reconocieron de combates anteriores (en ocasiones los miembros del 
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Ejército y las FARC, tenían combates tan cercanos que se podían ver sus 
caras) y otros porque no, tuvieron la intención de conocer de cerca la vida de 
un guerrillero o de un soldado, depende del caso, en todo caso estábamos 
hablando de humanos con el don de la curiosidad.  
 
La implementación dio entonces lugar a situaciones para las cuales hace 
algunos años no estaban preparados ninguno de los dos lados del conflicto. 
La guerra colombiana es tan absurda que no se puede estar seguro de que 
no se encontraron hermanos y primos que no se dan un abrazo desde hace 
décadas por estar cada uno de un lado distinto del conflicto.  
 
Para el Ejército Nacional el proteger las ZVTN implicó inclusive un cambio de 
uniforme; del viejo verde pixelado de guerra, a un amarillo pixelado, que no 
solamente involucró un cambio de fachada; el contexto del cambio del 
uniforme tuvo un trasfondo mucho mayor. Ello propugnaba por no llevar el 
mismo traje de fatiga que de antaño se utilizó para combatir, para llevar 
puesto un nuevo traje que intentó mostrar una reconciliación nacional, sin 
embargo, dicho traje solamente fue utilizado en las ZNTV y el resto del 
personal mantuvo su uniforme verde de antaño.  
 
Con uniforme diferenciado, el siguiente paso, era entrenar a los cientos de 
hombres que a lo largo y ancho del territorio nacional se encargarían de la 
protección de las zonas. El Estado colombiano, firmante de los Cuatro 
Convenios de Ginebra y los dos Protocolos Adicionales de 1977 que tienen 
relevancia en el tema, tiene dentro de las muchas obligaciones adquiridas en 
dichos instrumentos internacionales, entrenar y adoctrinar a la totalidad de 




Sin embargo, la realidad del conflicto, impidió que dicha instrucción se llevara 
a cabo como hubiese sido lo ideal, por el contrario, el rigor de la guerra 
obstruyó en buena parte estos compromisos y solo hasta el día 18 de mayo 
de 2009 (coincidiendo con el escándalo sobre la presunta comisión de 
hechos punibles por parte de soldados de diferentes rangos de la Fuerza 
Pública) y mediante resolución 1949, el Ministerio de Defensa Nacional 
aprobó que el Comando del Ejército Nacional (disposición 0015 del 22 de 
abril de 2009) constituyera formalmente la Escuela de Derechos Humanos y 
Derecho Internacional Humanitario, después que a su vez, el Comando 
General de las Fuerza Militares, emitiera la correspondiente disposición que 
bajaría de nivel la orden de crear escuelas versadas en el tema en las 
diferentes Fuerzas, las cuales serían las encargadas de instruir a los casi 
400.000 hombres y mujeres que para la época formaban las Fuerzas, en 
temas de DDHH, DIH y reglas de enfrentamiento.  
 
Así las cosas, los militares encargados de proteger las ZVTN, no solamente 
fueron instruidos detalladamente en los componentes de los mismos, sino 
que además se les enseñaron todos los pormenores de los posibles 
accidentes y los caminos a tomar en caso de cada situación. La Fuerza 
Pública, y específicamente el Ejército Nacional cambió los nombres de sus 
unidades fundamentales que se comisionaron para cuidar las ZVTN y los 
mismas pasaron de llamarse “Batallones de Combate terrestre” (BACOT, en 
el argot castrense), por “Batallones de operaciones terrestres” (BATOT), 
modificación que en la práctica implica militarmente un cambio general en el 
objetivo de la unidad, creando además nuevos manuales de comportamiento 
en el terreno y en las operaciones y estructurando de manera novedosa 
totalmente no solo al Ejercito Nacional sino a todas las Fuerzas Militares con 
la implementación de la Doctrina DAMASCO.  
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Con ello, los miembros de las Fuerzas Militares que se encargaron de la 
protección de los guerrilleros en sus nuevos y temporales hogares, pusieron 
a prueba el proceso de paz, verificando además que las armas no fueran 
transportadas de forma ilegal fuera de las ZVTN, que los guerrilleros 
cumplieran lo pactado (en muchos casos no ocurrió así, tal y como ya se 
mencionó, muchos insurgentes salieron de las zonas con su armamento y sin 
autorización de sus comandantes, creando lo que hoy se conoce como “GAO 
residuales”) y que el Mecanismo de Monitoreo y Verificación de la 
Organización de Naciones Unidas28 (MM&V) pudiera cumplir sin 
contratiempos sus funciones.  
 
Así las cosas, la vinculación de la Fuerza pública, con el proceso de paz, y 
en concreto con lo pactado, no se limitó solamente a mantener su 
imparcialidad y verificar por el cumplimiento de la Constitución; por el 
contrario, las Fuerzas Militares tuvieron y porque no, tienen, un papel 
preponderante en la implementación y ejecución del acuerdo, así como de su 
normal desarrollo.       
 
B. LA JUSTICIA TRANSICIONAL Y SU APLICACION A LOS MIEMBROS 
DE LA FUERZA PÚBLICA EN COLOMBIA 
 
Con el acuerdo de Cuba, aplicándose diariamente y las diferentes 
estructuras que parten del mismo saliendo a la vida jurídica mediante 
decretos y reformas constitucionales, la justicia transicional (JT) deja de ser 
un tema simplemente en boga, para volverse una realidad nacional. Sin 
embargo, cuando aún el país no se encontraba cerca de tener una verdadera 
transición, ya se habían intentado mecanismos que podrían decirse eran 
                                                     
28 Acuerdo de Paz entre el Gobierno Colombiano y las FARC-EP. Noviembre de 2016. 
página: 60. Fin del conflicto. C. Monitoreo y verificación.    
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pequeñas muestras de derecho transicional o que por lo menos esa era su 
finalidad.  
 
La ley 975 de 2005 que aún se encuentra en vigencia y que se promulgó 
como consecuencia del proceso de desmovilización y entrega de armas de 
los miembros de las autodefensas ilegales colombianas, procuró definir 
legalmente por primera vez en Colombia el contexto de una justicia de 
transición en el contexto moderno del concepto.  Sin embargo, dicha ley no 
tiene ni una mención directa a este tipo de justicia ni expone el término 
“transición” dentro de su articulado.  
 
De hecho, una de las más contundentes críticas que se le hizo a mencionada 
norma, es la de intentar realizar una justicia de “transición”, sin antes contar 
con una verdadera transición en el concepto jurídico-técnico de la palabra.  
 
El término “justicia transicional”, que hoy nos parece tan común, se acuña 
entre los estudiosos de la ciencia del derecho desde hace relativamente 
pocos años; si bien de facto, este tipo de justicia existe desde hace cientos 
de años, también lo es, que el termino como tal y como lo conocemos, 
únicamente se vino a utilizar como consecuencia del informe del Secretario 
General de las Naciones Unidas ante el Consejo de Seguridad de fecha 3 de 
agosto de 2004 cuando la definió como “La noción de “justicia de transición” 
que se examina en el presente informe abarca toda la variedad de procesos 
y mecanismos asociados con los intentos de una sociedad por resolver los 
problemas derivados de un pasado de abusos a gran escala, a fin de que los 
responsables rindan cuentas de sus actos, servir a la justicia y lograr la 
reconciliación. Tales mecanismos pueden ser judiciales o extrajudiciales y 
tener distintos niveles de participación internacional (o carecer por complejo 
de ella) así como abarcar el enjuiciamiento de personas, el resarcimiento, la 
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búsqueda de la verdad, la reforma institucional, la investigación de 
antecedentes, la remoción del cargo o combinaciones de todos ellos” 29. 
 
Para ser la primera vez que formalmente el término era definido por una 
entidad que tuviera incidencia en todas las jurisdicciones mundiales, el 
concepto fue magistralmente preciso. Abarca entonces la justicia transicional 
los mecanismos judiciales y extrajudiciales, y su propósito ultra es que los 
responsables “rindan” cuentas además de “servir” a la justicia y obtener la tan 
anhelada reconciliación.  
 
Con estos elementos de por medio, Colombia entonces, intentó en el 2005 
acuñar su propia justicia de transición, con el propósito de lograr la entrega 
de las armas de los grupos armados de autodefensas conocidos como 
paramilitares. Sin embargo, la ley en comento dista mucho de ser una 
verdadera aplicación jurídica de la JT, los componentes de verdad, justicia, 
reparación y garantías de no repetición, elementos fundamentales de este 
tipo de justicia, si bien se enumeran en la ley, no alcanzan a lograr el objetivo 
concreto de facilitar el cambio de un Estado de conflicto a uno de paz.  
 
Sin duda, la poca participación de las víctimas de manera real en los 
procesos judiciales, influyó para que aún hoy, las sanciones y la satisfacción 
real de estas, por los hechos ejecutados por las autodefensas ilegales disten 
de ser ejemplo de mecanismos que logren una efectiva y pacifica transición 
tal y como lo indicaba en su informe de 2004 el Secretario General de la 
ONU. 
 
                                                     
29 Organización de Naciones Unidas. Informe del Secretario General. Radicado S/2004/616. 
Informe del Secretario General sobre el estado de derecho y la justicia de transición en las 
sociedades que sufren o han sufrido conflicto 
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Pero en la definición del término por parte del alto funcionario de la ONU, se 
incluyó una forma de justicia que no implica el paso por tribunales judiciales. 
Estos son, los mecanismos extrajudiciales30 de transición. Cuando se habla 
de mecanismos extrajudiciales generalmente se mencionan las “Comisiones 
de la Verdad”, pero estas no son las únicas que existen en la teoría. 
Concurren también los programas de reparación, las depuraciones y las 
peticiones de perdón31. 
 
Mecanismos que proveen la finalidad de la JT de una manera que no 
requiere de sentencias judiciales.    
 
Uno de los teóricos del derecho constitucional más importantes del país, 
Rodrigo Uprimny define cuatro “tipos básicos” de justicia transicional. Se 
refiere a los perdones amnésicos, los perdones compensadores (que incluían 
algo de comisión de verdad), los perdones responsabilizantes (Sudáfrica) y 
las transiciones punitivas32, ultimo tipo de JT en el cual podríamos enmarcar 
el Acuerdo de Paz Colombiano. Estas transiciones punitivas implican que 
exista algún tipo de tribunal que judicialice a los sujetos que durante la 
confrontación bélica cometieron un delito.  
 
Sin embargo y sin hilar muy delgado, además de ser honestos con la 
concepción propia del tema, en la JT es cierto que podríamos hablar de 
                                                     
30 Organización de Naciones Unidas. ONU Mujeres. Justicia Transicional. 
http://www.endvawnow.org/es/articles/1673-mecanismos-de-justicia-transicional.html 
31 La Aporía de la Justicia Transicional y el dilema constitucional del marco jurídico para la 
paz. Carlos Bernal Pulido. (2016). Justicia Transicional: Retos Teóricos. Colección Ejercito 
Institucionalidad y sociedad. Tomo 1. Universidad Externado de Colombia.  Página 42.    
32 UPRIMNY, Rodrigo (2017). Responsabilidad del mando y JEP: un debate complejo y 
polarizado. Recuperado  del portal de la Silla Vacía. https://lasillavacia.com/blogs/respons 
abilidad-del-mando-y-jep-un-debate-complejo-y-polarizado-59906 
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algún tipo de “derrota” del Estado de derecho33 porque quienes cometieron 
delitos a gran escala no tendrán la sanción penal reciproca por dicha 
ejecución; por el contrario, las sanciones restaurativas de la JT para los 
penalistas puros resultan irrisorias y contradictorias con la legislación 
nacional vigente. Tal es el tema en la doctrina, no solo la colombiana, sino en 
la internacional, que tratadistas constitucionales de amplio bagaje 
internacional como el Doctor Bernal Pulido, afirman que la JT es una Aporía, 
es decir, una lógica insuperable, en el sentido que cuando se satisfacen 
todos los fines de la JT, de manera concomitante, se dejan de satisfacer 
otros fines de igual valor34.   
 
Sin embargo, los estudios de criminología y psicología35 al respecto, 
demuestran que las penas privativas de la libertad en establecimientos 
penitenciarios y carcelarios, tampoco resocializan como se espera, los 
psicólogos clínicos, dan por sentado en varias ilustraciones que, la prisión 
como sistema de resocialización y modificación de conductas como propósito 
de inmersión de nuevo a la sociedad de una persona, ha fracasado.  
 
Entonces, la JT no puede ser tampoco demeritada en todo su entorno, 
máxime si se utiliza con el propósito de lograr la paz y volver al Estado de 
derecho en sentido amplio. La sociedad en general le exige al Estado 
consecuencias jurídicas por la comisión de hechos punibles, bien puedan 
llamársele sanciones o penas; pero lo realmente importante en un entorno 
transicional es que dichas consecuencias vengan acompañadas de 
                                                     
33 Justicia Transicional en Colombia: Balance y Desafíos Constitucionales. (2016). CORREA 
HENAO, Magdalena. Justicia Transicional: El caso de Colombia. Colección Ejército, 
Institucionalidad y Sociedad. Tomo 2. Universidad Externado de Colombia. Página 92.  
34 La Aporía de la Justicia Transicional y el dilema constitucional del marco jurídico para la 
paz. BERNAL PULIDO, Carlos. (2016). Justicia Transicional: Retos Teóricos. Colección 
Ejercito Institucionalidad y sociedad. Tomo 1. Universidad Externado de Colombia.  Página 
54.    
35 EL sistema penitenciario como tratamiento. Dr. Martin Reich L. (2001).  
26 
restauración estatal, de sometimiento a la legalidad y de satisfacción de las 
víctimas en todos los aspectos. En el moderno Derecho Penal, la pena como 
sinónimo de internación en establecimiento penitenciario todos los días se ve 
más reducida, los teóricos modernos de dicha rama jurídica, optan no por un 
abolicionismo de la pena, pero si por un reduccionismo general, donde la 
“cárcel” como tal se vea racionalizada a pocos casos y sea la resocialización 
mediante medios idóneos la que procure el sistema judicial; es claro que este 
es el ideal moderno, la idea de internar a todo aquel que comete acciones 
punibles, no propugnará por una sociedad de avanzada, por el contrario, nos 
devolverá años en la concepción del Derecho Penal.  
 
Todo ello, en el entendido que ya la función de prevención de la pena tal y 
como la conocemos, no logró su cometido, es decir, no previno al sujeto 
activo de ilícitos dentro del conflicto, para que ejecutara los mismos. 
Entonces, la JT, no puede quedarse atrás, máxime aun cuando se trata de 
una forma de resurgimiento del Estado de derecho.  
 
En el acuerdo colombiano, se pactó por las partes la creación de un sistema 
integral. Hablar del sistema como tal, implica reconocer la existencia de la 
Comisión de la Verdad, de la Unidad Especial de Búsqueda de 
Desparecidos, de la Justicia Especial para la Paz36 y de las Medidas de 
reparación integral para la construcción de paz como un todo. Elementos que 
en conjunto conforman el Sistema Integral de Verdad, Justicia, reparación y 
no repetición, en adelante denominado SIVJRNR tal y como el mismo 
acuerdo lo llama.  
 
Es decir, la aplicación de la JT en el acuerdo colombiano, no se dio en 
actividades autónomas o dispersas, por el contrario, el nombre “sistema”, 
                                                     
36 Acuerdo de Paz entre gobierno y Farc. Noviembre de 2016. Página 129. 
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implica que todo es un engranaje que evoluciona y busca un único fin: la 
reconciliación entre todos los colombianos.  
 
Respecto del elemento de verdad dentro del sistema, se determinó que se 
formaría una Comisión de la Verdad37 que formalmente se denominó como: 
“Comisión para el Esclarecimiento de la Verdad, la Convivencia y la No 
Repetición”. Dicho mecanismo procura lograr la verdad de los hechos y 
explicar a la sociedad la realidad de los mismos sin que los participantes 
sean tratados de manera judicial. El elemento acordado en la Comisión de la 
verdad colombiana deja por fuera a los miembros de las Fuerzas Militares, y 
en general a los miembros de la Fuerza Pública, en el sentido de no indicar 
específicamente para estos agentes del Estado que ocurrirá si un uniformado 
decide participar en la misma sin que ellos sean autorizados por su cadena 
de mando, sobre todo cuando claramente y según lo indica el mismo 
acuerdo, lo que se diga en dicho escenario no tendrá validez en el aspecto 
judicial. Es más, la misma Comisión de la Verdad ya requirió una serie de 
documentos clasificados, los cuales no le fueron entregados por parte de las 
secciones de operaciones del Comando General de las Fuerzas Militares, 
pero por el contrario, se presta todo tipo de colaboración con el propósito de 
apoyar en la búsqueda de verdades dentro del conflicto, dejando de presente 
que también el soldado es una víctima del mismo y haciéndoselo recordar a 
la población civil, para que sean los colombianos lo que también entiendan 
que los uniformados no solo fueron en algunos casos actores armados, sino 
también víctimas de estos cruentos años de guerra.   
 
A propósito de este último punto, el mismo acuerdo es puntual en indicar que 
por el acercamiento a la Comisión, no se podrían adelantar actuaciones 
penales, es más, es enfático el documento del 12 de noviembre de 2016 en 
                                                     
37 Acuerdo de Paz entre gobierno y Farc. Noviembre de 2016. Página 129. 
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señalar que “la información que reciba o produzca la Comisión no podrá ser 
trasladada por esta a autoridades judiciales para ser utilizada con el fin de 
atribuir responsabilidades en proceso judiciales o para tener valor probatorio; 
ni las autoridades judiciales podrán requerírsela” 
 
Entonces muchas dudas sobre la forma como este último aspecto funcionará 
en la realidad; ¿podría entonces, según el texto del acuerdo un uniformado si 
así lo requiere, participar directamente en la Comisión de la Verdad, sin que 
ello traiga o no repercusiones en su actividad militar? Pero tal y como todo lo 
que rodea este “tratado de paz”, ello tampoco es tan sencillo. Por un 
momento, está claro jurídicamente que ni la misma Comisión, ni aquellos que 
se acerquen a la misma a relatar su “verdad” podrán acudir a la jurisdicción 
penal como producto de lo aquí manifestado, pero ¿qué ocurrirá con las 
víctimas?, ¿Cómo se evitará que las mismas victimas al conocer la verdad de 
los hechos, no acudan a la jurisdicción ordinaria e intenten aplicar una 
justicia diferente a la de transición? 
 
Crear un caso que probablemente ocurrirá no es tan difícil y menos cuando 
se trata de miembros de las Fuerzas Militares. Imaginemos que un soldado 
(sin autorización de la cadena de mando) se acerca a la comisión a relatar su 
verdad; asumamos entonces que el mismo acepta y narra todos los hechos. 
Concomitante con ello, solicita asumir competencia de los mismos por parte 
de la JEP, pero en medio de su verdad, implica a otros uniformados, lo que, 
según el mismo acuerdo, no puede ser indicio de delación. Hasta ahí, el 
tema no suscita dudas. Pero conjeturemos que cuando este soldado 
describe su verdad, implica a un tercero de mayor rango que, hasta el 
momento no tenía ni vínculos con el conflicto, ni procesos penales ordinarios 
por el mismo, y las víctimas, (que por su derecho a conocer la verdad podrán 
estar en las audiencias en algunos casos) en medio del funcionamiento de la 
Comisión, y por su especial protección, conocen de la participación de dicho 
29 
superior. ¿Qué evitará que dichas víctimas no denuncien a este superior ante 
las autoridades judiciales ordinarias por estos hechos? ¿Cómo vincular a una 
persona a un proceso de JT cuando su nombre sale a relucir en medio de un 
relato de Comisión de la verdad? 
 
Las dudas suscitadas no son sencillas de dilucidar; sin embargo, desde la 
redacción y hasta el fin de la implementación, aspectos concretos deberán 
con el devenir de los días, demostrar cómo se debe actuar en uno y otro 
caso; todo ello, además con la poca experiencia sobre el tema que se tiene 
en la humanidad, más aún cuando hablamos de conflictos solucionados en la 
modernidad del Derecho Internacional y del Derecho Penal.  
 
Los mecanismos extrajudiciales de la justicia transicional proponen entonces, 
colaborar con la transición de un estado de guerra a un estado de paz 
implicando que las personas que conocen de los hechos victimizantes 
procuren la verdad y a su vez la paz interior en las victimas, quienes son la 
esencia y el fin último de este tipo de justicia. El tema de los diferentes 
aspectos y posibilidades de la justicia transicional en los miembros de las 
Fuerzas Militares, tienen un asunto sustancial y es el cómo y cuándo podrán 
ingresar a este elemento del sistema los uniformados sin que dicha situación 
implique repercusiones en sus carreras castrenses o en su vida en general. 
La vida de los militares no es símil a la de cualquier otro ciudadano, los 
uniformados tienen pensamientos concretos y muy generalizados sobre 
diferentes tópicos tanto sociológicos como políticos, y es por ello, que de su 
participación honesta y correcta depende en gran medida el éxito del 
sistema.  
 
En los ejemplos comparados que se tienen sobre Comisiones de la verdad, 
las Fuerzas Militares o los miembros de los Ejércitos participaron en dichos 
mecanismos desde diferentes puntos; en algunos como en la sudafricana, la 
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participación fue como ejemplo de “sanción-amnistía38” es decir, cuando los 
agentes del Estado se enfrentaban a la Comisión, de manera inmediata eran 
sujetos de amnistías judiciales y por lo tanto la imposibilidad de persecución 
penal.  En el caso guatemalteco, que sería similar al colombiano en algunos 
aspectos, la frase del ministro de la Defensa General Héctor Barrios Celada 
es famosa en el sentido que afirmó en 1998 durante su posesión que: “en 
nombre del Ejército de Guatemala, de nuestros muertos, discapacitados, 
huérfanos y viudas que perdieron a sus seres queridos, también nosotros 
perdonamos a todos aquellos que hicieron tanto daño a soldados de toda 
jerarquía, hombres y mujeres cuyo esfuerzo de lucha fue en nombre del 
Estado para preservar su existencia39” lo que demuestra que en lo que 
respecta a los militares, las Comisiones de la Verdad, fueron un elemento 
práctico que no tuvo demasiado aporte en la satisfacción de víctimas en el 
país centroamericano.  
 
En el caso nacional, no existe argumento alguno por parte de los 
comandantes bien sea uniformados o civiles respecto de la posición que se 
tiene sobre la participación de uniformados en las comisiones, pero sin duda 
ello será un desafío, máxime cuando ejemplos como los planteados, 
demuestran que por más control que se procure tener sobre los detalles del 
proceso, las víctimas y la realidad jurídica en lo que respecta a las 
Comisiones de la verdad, tendrán la última palabra.  
 
La Justicia transicional en los miembros de las Fuerzas Militares, de por si 
será un reto; los Estados democráticos consideran, como base de sus 
ideales liberales, que todo aquel que cometa delitos o que violente la ley 
                                                     
38 HAYNER, Priscilla B. (2010). Unspeakable Truths. Facing the challenge of the truth 
Commissions. Chapter 4. pagina. 27-32 
39 Comisiones de verdad. Un camino incierto. Espinoza cuevas y otros. En: 
http://www.apt.ch/content/files_res/Estudio2.pdf 
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desde algún punto de vista, deberá responder ante el Estado de derecho 
mediante sanciones generalmente penales. Pero la JT trae consigo un nuevo 
mundo al respecto; las sanciones retributivas no son la cúspide de la 
pirámide, por el contrario, la justicia de tipo restaurativo es aquella que prima 
sobre las condenas penales y ello no es fácil de asimilar en una democracia 
como la colombiana. Las transiciones que siguen a las épocas de guerra son 
las más complejas de conciliar. ¿Qué es legal y que no lo es? ¿Quién decide 
que es legal y que no? ¿Cómo funciona en un Estado de derecho el aprobar 
o no unos cambios constitucionales para hacer más fácil la transición? 
Sumado todo ello a un cambio de gobierno que democráticamente fue 
elegido con el propósito de cambiar muchos aspectos del acuerdo de paz, el 
panorama de la JT en Colombia no es sencillo ni despejado en el futuro.  
 
Desde el punto de vista que se quieran responder estas preguntas, 
dependerá la forma como se asume en la transición estas respuestas. 
Colombia se caracteriza por tener una democracia fuerte y jurídicamente 
centrada en las leyes, pero como quiera que las transiciones deban aceptar 
elementos modificadores de normatividad vigente, así también los 
ciudadanos deben acomodar sus estructuras a estas nuevas realidades. 
 
Ruti Teitel así lo asegura en su libro “Transitional Justice40” cuando afirma 
que, generalmente la JT se ve ligada al Derecho Penal, en el sentido que las 
comunidades esperan en las épocas de transición que se presenten castigos 
a los perpetradores de crímenes contra la humanidad. La teórica argentina 
no lo pudo definir mejor cuando escribió: “whether to punish or to amnesty?” 
Y en Colombia ello no es la excepción. Castigar penalmente es el anhelo de 
algunas víctimas en los procesos transicionales, más sin embargo en una 
verdadera transición este no debe, ni puede ser el fundamento de la misma.  
                                                     
40 TEITEL, Ruti G. (2002). Transitional Justice. Chapter two. Criminal Justice.  
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De hecho, no siempre son las victimas las que anhelan el castigo penal como 
solución en la transición, por el contrario, en la mayoría de las ocasiones la 
verdad es el deseo prioritario.  
 
Los uniformados participaron en delitos que tienen relación con el conflicto, 
de eso no hay duda; y gracias al tratamiento penal, especial y diferenciado 
que la ley 1820 de 2016 trae y demás normatividad ya enunciada para los 
agentes del Estado, la justicia transicional ingresa a la vida de los cientos de 
militares vinculados a procesos penales relacionados con el conflicto. Pero la 
condición de la participación en la JT es decir la verdad y ello mírese como 
se mire, no será fácil de obtener. Sumado a todos los elementos que ya se 
han declarado en párrafos anteriores, existe la presión familiar y personal por 
obtener la libertad.  
 
Los nuevos elementos normativos colombianos, que despliegan en la 
realidad posterior al acuerdo de paz, van dando pasos reales para la 
aplicación fáctica de lo acordado en la Habana el año 2016; a medida que la 
implementación se va dando, los problemas surgen y las realidades emergen 
con el paso de los días. Los más de 2.000 detenidos que tenían las Fuerzas 
Militares, específicamente el Ejército Nacional, lograron con el segundo de 
los mecanismos del SIVJRNR obtener su libertad dando pie con ello a la 
continuidad interna del sistema.  
 
El mismo punto quinto del documento del 12 de noviembre, contiene un título 
dedicado únicamente a la Jurisdicción Especial para la Paz (JEP), de la cual 
ya se dio algunos indicios en este escrito. Esta JEP es el mecanismo judicial 
por excelencia del acuerdo. Su función primordial es judicializar a todos los 
sujetos activos que han cometido delitos durante el conflicto armado. El 
elemento delictivo de este punto del sistema da las pautas para judicializar a 
quienes cometieron durante la guerra, crímenes que por su naturaleza no 
33 
son amnistiables ni indultables, ello conforme a lo que ha manifestado la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos y la CPI en sus jurisprudencias.  
Desde 2001 con su ya muy conocida sentencia de Barrios Altos vs. Perú la 
CIDH afirmó que: “son inadmisibles las disposiciones de amnistía, las 
disposiciones de prescripción y el establecimiento de excluyentes de 
responsabilidad que pretendan impedir la investigación y sanción de los 
responsables de las violaciones graves de los Derechos Humanos tales 
como la tortura, las ejecuciones sumarias, extralegales o arbitrarias y las 
desapariciones forzadas, todas ellas prohibidas por contravenir derechos 
inderogables reconocidos por el Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos41”. Conforme a dicha jurisprudencia y sus demás desarrollos que 
durante los años subsiguientes se ha dado no solo en América sino en la 
Corte Penal Internacional, el Estado colombiano debió prever durante las 
conversaciones, que los autores de hechos punibles que tuviesen las 
características de “violaciones graves de los DDHH” además de los crímenes 
de competencia de la CPI, fuesen juzgados por un tribunal transicional que 
cumpliera los estándares impuestos.  
 
Es así como el acuerdo desarrolla la JEP y sus elementos jurisdiccionales. 
Respecto de su competencia, no hay duda de que la misma se enfoca 
únicamente en los hechos que tengan relación directa con el conflicto, pero 
también asevera que los delitos conexos en los casos que la ley 1820 en su 
artículo 23 serán objeto de juzgamiento por esta jurisdicción especial, 
haciendo énfasis además en la judicialización que deberá hacer de los 
delitos de Lesa Humanidad, crímenes de guerra, y en general las graves 
violaciones a los DDHH42;estos delitos conexos, sin duda, han traído al plano 
                                                     
41 Sentencia de la Corte Interamericana DE Derechos Humanos. Barrios Altos Vs. Perú. 30 
de noviembre de 2011. En: http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/Seriec_87_esp.pdf 
42 Ley 1820 de 2016. (30 diciembre de 2016). Por medio de la cual se dictan disposiciones 
sobre amnistía, indulto y tratamientos penales especiales y otras disposiciones. Artículo 23.  
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jurídico y político una serie de contradicciones entre los diferentes grupos de 
pensamientos del país, para algunos por ejemplo el narcotráfico no puede ni 
debe ser delito conexo, mientras que para otros demuestra su conexidad por 
haber sido la forma de financiamiento de la guerra. Esta situación fue 
resuelta por la Corte Constitucional cuando en la sentencia de 
constitucionalidad de la ley estatutaria de la JEP radicada C-080/18 con 
fecha de elaboración 15 de agosto de 2018, dejó en firmen la conexidad 
como fue redactada en dicha norma.  
 
La Sala de Reconocimiento de Verdad, el Tribunal para la Paz, la Sala de 
Amnistía e Indulto, la Sala de Definición de Situaciones Jurídicas y la Unidad 
de Investigación y Acusación, en conjunto y bajo diferentes ocupaciones se 
encargará entonces, de judicializar a todos y cada uno de aquellos que de 
manera voluntaria decidan acogerse al sistema. Pero tal y como lo hemos 
venido repitiendo y acorde a lo dicho en el acuerdo la única forma de acceder 
a este tipo de justicia es decir la verdad. Sin importar si se es agente estatal, 
o miembro de la guerrilla, los paramilitares o inclusive civiles que aportaron al 
conflicto (conforme al artículo 28 literal B del Estatuto de Roma), la verdad y 
nada más que la verdad es el elemento clave también en este aspecto 
judicial.  
 
Las cifras sobre militares condenados y sindicados no son exactas, (de 
hecho son datos con reserva, para el desarrollo de este trabajo de 
investigación, oficie en dos ocasiones a la Fiscalía General de la Nación para 
conocer los datos y el ente investigador nunca se pronunció al respecto) 
aproximadamente unos 3.000 hombres estaban detenidos antes del ingreso 
de la JEP, de los cuales unos 800 condenados en su totalidad están a 
disposición de la justicia ordinaria, es decir bajo condenas efectuadas por 
parte de jueces penales del circuito o Tribunales departamentales. (La 
Justicia Penal Militar, rompió su vínculo con dichos delitos, cuando en varias 
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sentencias tanto la Corte Suprema de Justicia como el Consejo de Estado al 
resolver colisiones de competencias, afirmaron unánimemente que cuando 
son graves violaciones a los DDHH el nexo causal con el servicio se 
encuentra fracturado). Y son estos más de 2.000 hombres los que en su gran 
mayoría ponen junto con los guerrilleros la prueba de fuego de la JEP.   
 
Si bien hasta ahora su estructura y muchas de sus dependencias están 
incipientemente funcionando, también es cierto, que ya muchos uniformados 
y guerrilleros recobraron su libertad por cuenta de la JEP. La jurisdicción 
tiene, según el acto legislativo 1 de 2017 competencia preferente sobre las 
demás jurisdicciones e investigará específicamente los delitos que ocurran 
por causa, con ocasión o en relación directa o indirecta con el conflicto 
armado, siempre y cuando quienes se acerquen a esta jurisdicción se 
comprometan a aportar exactitud plena, reparar víctimas y garantizar la no 
repetición.  
 
Este Acto Legislativo aporta sin duda el elemento más importante en lo que a 
la JEP vincula a los militares, cuando dice que “el deber de aportar verdad no 
implica la obligación de aceptar responsabilidades”, es decir, que allí 
comienza el primero de los muchos puntos debatibles en la jurisdicción. 
¿Cómo se podrá aportar verdad sin obligarse a aceptar responsabilidades 
hablando en términos judiciales?   
 
Las responsabilidades penales son individuales, y así queda claro de los 
principios del Derecho Penal enunciados tanto en los códigos vigentes, como 
en la Constitución Política Colombiana, pero el Acto Legislativo es claro en 
indicar que se deberá aportar verdad sin que ello implique aceptar la 
responsabilidad, lo que no queda del todo entendido, cuando se habla de un 
sistema judicial como la JEP. Ello en otras palabras, implica que es válido, 
acercarse a la jurisdicción y a sus componentes a relatar los hechos que 
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pudieron culminar en acciones delictivas, sin que ello involucre aceptar por 
parte del “vinculado” la ocurrencia del delito que otrora se investigó en la 
justicia ordinaria. Este sin duda es el máximo reto que tendrá la JEP, los 
militares en su mayoría han manifestado una y otra vez que los hechos por 
los que llevan varios años detenidos o incluso condenados no ocurrieron 
como se presentaron por parte de la Fiscalía General de la Nación y que los 
muertos que investigó el ente acusador de la jurisdicción ordinaria, fueron en 
suma, homicidios de miembros de grupos armados al margen de la ley que 
posteriormente fueron victimizados o por sus familiares o por testigos falsos. 
 
Entonces la verdad y no la aceptación de responsabilidades pondrá en jaque 
al sistema; la Unidad de Investigación y Acusación deberá no solo hacer un 
trabajo arduo sino impecable, porque en sus hombros caerá el peso de una 
investigación honesta y parcial que logre el propósito del acuerdo, el cual es 
lograr que las víctimas y el país obtengan su tan anhelada paz.  
 
Desde septiembre de 2016 se instaló provisionalmente la secretaría 
transitoria de la JEP, cuando el Mecanismo de Monitoreo y verificación de la 
ONU (MM&V) le informó al Estado colombiano y a la guerrilla de las FARC 
quien sería designado para tal fin. Con ello, la puesta en marcha de lo 
acordado entró en funcionamiento.  Lo pactado en la Habana, no hablaba de 
libertades transitorias ni de situaciones puntuales de los detenidos y 
condenados, por lo tanto, hasta que no se expidió la ley 1820 el 30 de 
diciembre de 2016, y con los mecanismos expuestos en ella, las libertades 
no se comenzaron a solicitar.  
 
Así mismo el decreto ley 706 del 3 de mayo de 2017, complementado con el 
decreto 1269 de julio de 2017, aseguraron entonces, que el tratamiento dado 
en lo que concierne a libertades efectivamente fuera simétrico y equitativo. El 
primero de estos decretos contiene un capitulo que trata de la revocatoria de 
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las medidas de aseguramiento o suspensiones de órdenes de captura contra 
los miembros de la Fuerza pública. En otras palabras, este decreto abrió la 
puerta para la libertad inmediata de los soldados y policías que por delitos 
que tuvieran relación con el conflicto se encontraran privados de la libertad. 
La disposición les ordena a los jueces y fiscales que otorguen las libertades 
correspondientes “siempre que se den los requisitos legales”. A prima facie 
podríamos decir que todos los militares detenidos por homicidios en persona 
protegida tienen relación con el conflicto. Y este es, desde luego, un punto 
álgido en el asunto jurídico que comenzó a tratar el país desde el momento 
de promulgación de las normas de la JEP.  
 
El asunto de la libertad no debería depender de la corriente política que el 
funcionario judicial tenga. No. La libertad del sindicado, imputado, o 
condenado debe depender única y exclusivamente que el mismo cumpla con 
los requisitos de la ley, es decir que su delito tenga relación directa o 
indirecta con el conflicto, que acepte acogerse a la jurisdicción, que se 
comprometa a decir la verdad y que dichos compromisos consten en un acta 
suscrita por el mismo. Pero además de todo ello, el investigado o condenado 
no podrá serlo por delitos de lesa humanidad, genocidio, crímenes de guerra 
y otros ilícitos que la misma ley traer taxativamente, a menos que ya hubiese 
cumplido cinco años de detención.  
 
Sin embargo, como el asunto se fue decantando de la manera menos 
esperada posible y la Corte Suprema de Justicia profirió autos y sentencias, 
donde claramente ponía condiciones para dar aplicación a la JEP, el 
gobierno nacional tuvo que anunciar el decreto 1269 de julio de 2017, con el 
fin de dejar claro para los entes judiciales las estructuras jurídicas que las 
libertades deberían tener, puesto que pese a que ya habían pasado más de 
seis meses desde la firma de la ley 1820 aun una gran cantidad de 
38 
uniformados (con actas de sometimiento firmadas y radicadas) no habían 
sido puestos en libertad.  
 
De nuevo, el sistema se puso a prueba, los jueces habían tomado decisiones 
por fuera de los actos legislativos, leyes y decretos con fuerza de ley 
expedidos conforme a las potestades del acuerdo de paz y fueron los 
militares, lo vulnerados en sus garantías; es más, el Juez de Ejecución de 
Penas y Medidas de Facatativá43 Cundinamarca, en un fallo que hizo eco 
dentro de los uniformados condenados del país, negó la libertad a más de 
treinta uniformados (en sentencias similares a la que nos referimos en la nota 
de página) que se habían acogido a la JEP por según él, no estar probado 
que eran delitos relacionados con el conflicto armado (hecho que 
lógicamente después fue revocado por la JEP).  
 
Jurídicamente no tiene sentido, apostar por esperar cinco años para otorgar 
una libertad provisional a una persona que espera relatar toda la verdad.  La 
ley aduce esta diferencia indicando que conforme a los montos de las 
sanciones dentro de la jurisdicción se deberán esperar cinco años para poder 
obtener la libertad; pero paralelamente los miembros de las guerrillas se 
encuentran en las ZVTN y si bien los mismos son perseguidos aún por el 
estamento judicial ordinario, ellos no tendrán que llevar la carga de esperar 
cinco años para poder estar en libertad. Aquí encontramos entonces la 
primera asimetría negativa del sistema.  
 
Si el tratamiento efectivamente es diferenciado pero equitativo y equilibrado, 
¿por qué estas diferencias? Más del 90% de los militares que se 
encontraban en los centros de reclusión estaban cobijados por procesos que 
                                                     
43 Juzgado de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad. Facatativá, Cundinamarca. 15 
de Mayo de 2017.  RAD. 446503189000200900329 
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son de aquellos que el numeral segundo del artículo 52 de la ley 1820 trata; 
es decir, están siendo investigados o fueron condenados por crímenes de 
lesa humanidad, crímenes de guerra o ejecuciones extrajudiciales. Sin 
embargo, no todos llevaban según el caso más de cinco años detenidos, 
pero si esperan acogerse a la JEP con el propósito de decir la verdad. (De 
nuevo las entrevistas realizadas a personal privado de la libertad que se 
estudian en el segundo capítulo de este trabajo nos dan la razón).  
 
La idea del sistema transicional es obtener de la manera más eficiente y 
practica la realidad de los hechos acaecidos durante el conflicto, cuando un 
sujeto, cualquiera que sea su calidad individual (militar, insurgente, 
paramilitar o inclusive civil) se acerca a una jurisdicción especial, lo hace sin 
duda con el fin de hacer un intercambio favorable, para quien ejecutó los 
hechos, pero a sabiendas que recibirá beneficios.  
 
Nadie que considere que no obtendrá ventajas en la JEP, se acercará; y 
mucho menos dirá la verdad. Ese es un elemento que la ley 1820 en su 
tercer capítulo, no tuvo a bien comprender como debería haberlo hecho; la 
libertad es el bien jurídico más apreciado por el ser humano y es la punta de 
lanza de los elementos llamativos de la jurisdicción, pero cuando se le 
requiere a un militar el estar cinco años detenido como previa posibilidad de 
obtener una libertad provisional partiendo del punto que este el tiempo que la 
misma jurisdicción aplica para las condenas en caso de aceptar 
responsabilidad y decir la verdad, nos encontraríamos en una especie de 
violación al principio de in dubio pro reo, elemento rector del Derecho Penal.  
 
Ello es casi como decirle a un investigado, que pague veinte años y después 
se le dará la libertad, solo “por si llegase el caso de declararlo culpable”. En 
el caso de los uniformados, la libertad debió ser sin distingo de tiempo de 
detención por parte de la justicia ordinaria, ello conforme a que tal y como lo 
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dice la misma ley, la jurisdicción especial es prevalente a la nacional ya que 
su temporalidad, aplica solo para los hechos relacionados con el conflicto 
interno colombiano.  
 
Del mismo modo que con el tiempo de detención requerido para la libertad, el 
asunto del reintegro al servicio es un elemento clave en la JEP. Tanto el 
acuerdo, como las normas que de él se desprenden son enfáticas en afirmar 
que en ninguna circunstancia el militar podrá volver a portar el uniforme44. 
Algunos podrían aseverar que es el precio justo por pagar por haber 
cometido ilícitos durante el conflicto; pero y ¿si se declara inocente durante el 
proceso? ¿Si el uniformado logra probar que efectivamente fue un homicidio 
en combate? Ninguno de estos aspectos está claro en los textos, hasta el 
momento se ha partido del punto de que todos los ilícitos bajo los cuales se 
encuentran investigados los militares, y por los cuales solicitaron su 
vinculación con la JEP son reatos de competencia de la CPI, es decir que 
violan de algún modo los DDHH y el DIH; partiendo de dicho fundamento de 
nuevo el principio de in dubio pro reo se ve vulnerado, la realidad es otra, y 
muchos uniformados se acogerán a la JEP con el único propósito de poder 
demostrar en otros escenarios diferentes a los de una Fiscalía General de la 
Nación muchas veces imparcial, su inocencia.  
 
Dentro de las sanciones restaurativas, no se permiten en el ámbito de la JT 
las penas accesorias, pero el acuerdo es claro en indicar que los 
uniformados no podrán volver a portar el uniforme de alguna de las Fuerzas, 
entonces, sin duda queda en el ambiente que esto, llámesele como se llame, 
es una pena accesoria, y así es tratada. Pero peor aún, es una pena 
accesoria, que en muchos casos no tiene condena principal, puesto que tal y 
                                                     
44 Ley 1820 de 2016. Artículo 51. Parágrafo 2.  
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como ya se enunció podríamos estar hablando de un militar que resultare 
inocente.  
 
En la mayoría de los casos, los militares han dedicado su vida entera a 
estudiar la ciencia de las armas; ello ocurre desde los soldados profesionales 
(que ingresan cumplida su mayoría de edad), hasta los oficiales (que 
inclusive desde antes de los 18 años ya portan el uniforme) quienes además 
generalmente no tienen una profesión liberal la cual puedan ejercer en la 
vida civil e imponerles además de una carga penal una carga en su forma de 
vida es casi como anularlos en la sociedad. Si bien el trato no debe ser 
preferencial, tampoco, por el solo hecho de ser agentes del Estado, el trato 
debe ser acusador.  
 
¿Qué se espera que haga una persona en la sociedad colombiana después 
de portar por más 15 años el camuflado si por el solo hecho de participar en 
la JEP será destituido de la Fuerza Pública? El asunto entonces es poner a 
los militares a decidir entre su libertad y su forma de vida. Una decisión que 
nadie quisiera tomar. Siendo más duros en el tema, el gobierno ha divulgado 
decretos, donde los excombatientes podrán ser parte de la Unidad Nacional 
de Protección, como clara forma de reinsertarlos a la sociedad, pero 
entonces ¿qué hacer con los militares? 
 
Un ejemplo de lo que significaría para nuestro país este aspecto del acuerdo 
de paz, es el caso guatemalteco. Después del acuerdo de paz de dicha 
nación, las Fuerzas Militares (quienes como ya se dijo anteriormente) vieron 
reducido su tamaño, dejando sin empleo a cientos de hombres que otrora 
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pertenecían a la vida de las armas. Según varios informes45 sobre la 
actualidad del pequeño (pero más poblado) país centro americano, los 
militares de elite, en su mayoría optaron por crear organizaciones de crimen 
organizado, conocidos en Guatemala como “grupos clandestinos” en vista 
que su trabajo como miembros de agentes del Estado no tendría continuidad. 
Y no es que en ninguna circunstancia apoye dichas organizaciones, por el 
contrario, la ilegalidad de las mismas no tiene duda, más, sin embargo, es 
también claro que estas son simplemente la consecuencia de un proceso de 
paz mal elaborado en este delicado aspecto, donde los militares no se 
tuvieron en cuenta ni fueron preparados para desarrollar trabajos o empleos 
que proporcionaran a estos la debida transición a la paz.  
 
Es cierto también, que muchos de los miembros de las Fuerzas Especiales 
de dicho país, (los “Kaibiles”) en vista que se quedaron sin empleo y el 
Estado no les proporcionó un futuro para ellos y sus familias, se dedicaron y 
aun lo hacen, a ser las fuerzas de seguridad de los grupos organizados de 
narcotráfico en México (especialmente los mismos trabajan para el grupo 
criminal conocido como los Z).  
 
Pues bien, entonces, ¿esperamos que nuestros militares, que llevan más de 
15 años realizando la misma labor, terminen sus días en grupos criminales 
por no darles otra opción digna de trabajo, como consecuencia del “despido” 
por el cual serán sujetos conforme al Acuerdo de Paz de la Habana? 
 
La simetría y diferenciación de la que habla el acuerdo debe ser 
proporcional; más aún cuando las cifras de sentencias absolutorias fueron 
aumentado a medida que el proceso de paz iba llegando a su final en Cuba, 
                                                     
45 InSight Crime. Centro de Investigación de Crimen Organizado. Elites y crimen Organizado 
en Guatemala. En: https://www.wola.org/es/analisis/poderes-ocultos-en-la-guatemala-pos-
conflicto/  
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lo que podría ser una muestra de la clara presión por la que estaban 
pasando en los años precedentes los operadores judiciales con el propósito 
de sentenciar a penas severas a los militares por el solo hecho de producir 
muertes en combate. 
 
La justicia transicional requiere verdad, y así lo he expresado en estas 
páginas una y otra vez, pero la verdad no llegará si las condiciones para ello 
no están dadas. La verdad es diferente de la impunidad, la verdad no es 
pasividad, la verdad es lograr que todos los que se vieron involucrados en el 
conflicto se sientan con la capacidad de afrontar los crímenes cometidos 
durante el mismo, y por supuesto que nadie está siquiera sopesando que no 
se den consecuencias, pero de nuevo volvemos al punto de partida de la 
teórica argentina Ruti Teitel en su Transitional Justice cuando dijo que: “the 
priority is to target those “most reponsible for the worst crimes”, starting with 
those at the highest level of responsibility for the most engregious crimes”. 46  
 
La verdad que aportarán los uniformados dependerá así mismo tal y como ya 
se ha mencionado, del grado de sentimiento de seguridad que estos tengan 
para con el sistema; sin importar rango o antigüedad de dichos militares, la 
exactitud de los hechos que los mismos aporten no solo en actos 
relacionados con las FARC, sino inclusive su participación en “convivencia” 
con las autodefensas ilegales, estribará en todo caso de la fortaleza de los 
mecanismos concebidos en la Habana. Los militares, son una pieza 
fundamental de la cadena, en sus conciencias se encuentran hechos que 
podrían ni siquiera estar aun en conocimiento de las autoridades, y es este, 
el único fin de un proceso transicional, sacar a la luz pública acciones que 
relacionadas con el conflicto concluirán en una verdadera paz, una paz 
                                                     
46 Transitional Justice. (2002). Teitel Ruti G. Criminal Justice. Página 36. “La prioridad es 
tener como objetivo aquellos responsables de los peores crímenes, comenzando por 
aquellos en los más altos niveles de responsabilidad por los más enormes crímenes”. 
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donde todos los ciudadanos sepan el que, el cómo y el cuándo de las 
circunstancias que rodearon hasta el más ínfimo detalle de la guerra, pero 
ello no será posible si los agentes del Estado no se sienten en la capacidad 
de develar los más pequeños pormenores de los acontecimientos, y para ello 
la JEP debe ser no solo fuerte en su andamiaje si no jurídicamente 
estructurada de modo que en un futuro no muy lejano, ningún ente judicial ni 
legislativo y mucho menos político, pueda modificar sus bases y ocasionar 
una nueva guerra esta vez como consecuencia de las verdades que nadie 
quería contar.  
 
Del mismo modo que la verdad, el elemento de la responsabilidad del 
superior que será tratado en el segundo capítulo de este trabajo demuestra 
entonces, que la justicia transicional en lo que respecta a los uniformados 
tendrá gran cantidad de retos que implican no solo la viabilidad de la misma, 
sino la igualdad de “armas” entre los militares, guerrilleros y autodefensas 
ilegales. No sería justo para la estabilidad de la nación, volver a encontrar 
insurgentes en puestos públicos, mientras que los miembros de la Fuerza 
Pública estén sin trabajo ni porvenir en la vida civil.  
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SEGUNDA PARTE. LOS MÁXIMOS RESPONSABLES, LA 




La verdad, es el elemento esencial de todo instrumento de justicia de 
transición; la verdad sana heridas y abre los caminos para una paz en todo el 
sentido de la palabra; pero exponer la verdad en un contexto como el 
colombiano, implica no solo incriminarse o confesar hechos punibles que se 
cometieron, sino además inculpar cuando sea necesario a quienes 
ordenaron la ejecución de estos crímenes.  
 
La Justicia Penal Internacional y más exactamente el tipo de justicia que 
aplica la Corte Penal Internacional (CPI), está caracterizada por la 
persecución exclusiva a máximos responsables, su propósito no es lograr 
que los rangos bajos y medios sean investigados por la misma (para ello está 
la justicia ordinaria), si no evitar que en el futuro aquellos ideólogos de 
crímenes de competencia de la Corte, continúen utilizando personas como 
aparatos de crimen organizado (estructurada esta teoría en el contexto 
jurídico de Roxin47) para la consecución y ejecución en el terreno de sus 
conductas punibles.  
 
Pues bien, es allí donde la justicia transicional en el acuerdo de paz 
colombiano tiene sus mayores retos. Lograr que, pese a las cadenas de 
mando, los hoy vinculados a las investigaciones digan la verdad y se sientan 
                                                     
47 Más adelante, nos referiremos a la forma como el tratadista alemán, estructura su teoría 
de los Aparatos Organizados de Poder y si los mismos incluyen las FFMM nacionales o no. 
Roxin Clauss. (2015). Autoría y dominio del hecho en Derecho Penal. Marcial Pons.  
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apoyados durante dicha transición por el sistema de la JEP, es aún un reto 
por vencer. 
 
La definición de un mando responsable se toma no de la doctrina penal, o de 
derecho internacional como podría pensarse, por el contrario, el mando 
responsable es una definición de origen castrense que en el ámbito nacional 
se encuentra en los Manuales Fundamentales Estructurales del Ejercito 
Nacional48, más exactamente en sus piedras angulares, recientemente 
reformados, conocidos como MFE1 y MFE3, pertenecientes a la nueva 
doctrina llamada DAMASCO por parte del Ejercito Nacional y en 
implementación en las demás Fuerzas Militares. La estructura de mando, y lo 
que implica comandar se enseña en las escuelas militares desde que el 
joven ingresa con el propósito ultimo de realizar la carrera de las armas. Pero 
nunca los cientos de cadetes y alféreces que pasaron por las aulas de la 
Escuela Militar de Cadetes de la ciudad de Bogotá durante los años cruentos 
de la guerra siquiera consideraron que su “control efectivo de mando” se 
convertiría en el principal elemento doctrinario que los llevaría a ser 
judicializados por delitos de los cuales en muchas ocasiones ni siquiera 
estaban enterados.   
 
El mando dentro de las FFMM tiene en su contexto varias implicaciones, no 
solamente involucra conocer el dónde, cómo y que hacen sus subordinados 
sino ejercer un control sobre ellos que terminará siendo la punta de lanza del 
Derecho Penal Internacional y nacional que aborda el tema. Hoy en día el 
concepto se ha modificado por una estructura más compleja llamada “Mando 
Tipo Misión”49 que implica no solo la potestad de impartir órdenes militares, 
                                                     
48 MFE- Manual Fundamental Ejercito 1 y Manual Fundamental Ejercito 3.  
49 El Mando Tipo Misión (MTM) es el ejercicio de autoridad y dirección, por parte del 
comandante y mediante el empleo de Órdenes de Misión, para permitir la iniciativa 
disciplinada dentro de la intención del comandante y así empoderar a líderes ágiles y 
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sino el cómo se deben ejecutar las mismas.  Del mismo modo el superior 
jerárquico, es definido por la otrora vigente ley 83650 más exactamente en los 
primeros tres capítulos de dicha norma, donde entre otros requerimientos le 
obliga al subalterno a acatar las órdenes de dicho mando y lo más importante 
aún, no cumplirlas cuando su legalidad se vea entre dicho (Artículo 33. 
Responsabilidad de la orden. La responsabilidad de toda orden militar recae 
en quien la emite y no en quien la ejecuta. Cuando el subalterno que la 
recibe advierta que de su ejecución puede derivarse manifiestamente la 
comisión de una conducta punible, infracción disciplinaria o fiscal, el 
subalterno no está obligado a obedecerla).  
 
Entonces el subalterno no tiene otra opción que ser comandando por el 
superior y cumplir siempre que la orden sea legitima y legal, las directrices 
emanadas por este. Aquel máximo de la vida militar procura no solamente 
proteger al superior y la forma como emite y ordena ejecutar las órdenes sino 
además al mismo subalterno, para que se vea cobijado por sus obligaciones 
legales en caso de que una de las órdenes emitidas culmine en situaciones 
objeto de investigación de cualquier tipo. (Lo que ocurre muy a menudo) 
 
Pues bien, esta estructura del mando, configurada por el superior, subalterno 
y cadena de mando como tal, culmina por determinar quiénes en últimas 
serán presuntamente responsables o no de hechos punibles cuando los 
mismos se deriven de una actuación relacionada y ocasionada con el 
servicio castrense.   
                                                                                                                                                       
adaptables en la conducción de Operaciones Terrestres Unificadas (OTU) (MFE 6-0). 
(MFE1. Pagina36) 
50 Régimen disciplinario de las Fuerzas Militares Colombianas. Ley 836 de 2003. 16 de julio 
de 2003. Dicha norma fue recientemente modificada por la ley 1832 del 4 de agosto de 
2017. Trae el artículo 16 un numeral sobre la responsabilidad del ejercicio del mando 
indicando que la misma no es renunciable ni compartida.  Afirmando además que todo 
mando debe respetar su autoridad, pero no podrá ordenar actos contrarios a las leyes o que 
constituyan delito.  
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La ley es clara en determinar que “toda orden militar recae en quien la 
emite”, es decir, en los superiores jerárquicos, en las cabezas visibles de las 
instituciones castrenses y, en definitiva, en los sujetos activos que la Corte 
Penal Internacional busca perseguir. Pero el cómo funciona una orden, es un 
elemento vital, para poder conocer a fondo como se ejecuta la misma. En 
una empresa civil, simplemente el gerente pone en conocimiento de sus 
empleados tal disposición y quien no la cumpla estará sujeto a despidos o 
llamados de atención, pero nunca la conclusión de dicha desobediencia será 
la cárcel, lo que si ocurre en la vida militar. Las cadenas de mando tienen su 
origen en el cuerpo de los oficiales, son ellos quienes desde el nivel 
estratégico (Presidencia de la Republica y Comando General de las Fuerzas 
Militares) hasta el nivel táctico (Batallones) disponen el cómo de la ejecución 
en el terreno de las ordenes y en la mayoría de las ocasiones, son los 
suboficiales o los oficiales subalternos (subtenientes, tenientes y capitanes) 
quienes la desarrollan en el campo de combate. 
 
Está es una de las razones, entre otras, por las cuales los centros de 
reclusión militar colombianos tienen como internos en su mayoría a 
suboficiales u oficiales subalternos, además de los soldados profesionales, 
puesto que fueron estos quienes en el teatro de operaciones ejecutaron las 
misiones tácticas que a posteriori fueron investigadas por haberse ejecutado 
mediante presuntas violaciones al Código Penal ordinario colombiano. Por 
ser instituciones jerárquicas, las FFMM desarrollan sus órdenes 
operacionales escalonadas, en el nivel de Comando estas no tienen 
especificaciones detalladas, solamente se restringen al objetivo general, las 
mismas se “bajan de nivel” y a medida que este “desescalonamiento” se va 
produciendo la especificidad de la orden se va reduciendo. Un batallón 
(conformado aproximadamente por más de 600 hombres) no puede cumplir 
el mismo tipo de orden que podría hacerlo una sección (grupo de 16 
hombres), no solo por su nivel de funcionamiento, sino además por la 
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cantidad de hombres con que cada uno según su estructura cuenta para su 
cabal desarrollo.  
 
Entonces, la cadena de mando entraría a tener un especial significado y una 
mayor relevancia en los aspectos judiciales de la propia JT, puesto que los 
elementos probatorios en los casos de sanciones restaurativas serán 
dependiendo del tipo de mando que se tuvo y la forma como el mismo se 
aplicó, todo conforme e incluyendo al Estatuto de Roma (ER) en su artículo 
28A, que regula en ultimas las razones para sancionar. 
 
A. LA JUSTICIA TRANSICIONAL, EL DERECHO PENAL 
INTERNACIONAL Y LAS FUERZAS MILITARES COLOMBIANAS 
 
De este tema en la mesa de conversaciones se habló durante muchos 
meses, es más, aun en varios foros académicos y teóricos, pese a estar 
implementado en dichos aspectos el acuerdo la relación entre el Derecho 
Penal Internacional (en adelante DPI), la JT y las Fuerzas Militares sigue 
siendo tópico de estudio, y no es solo porque existan diferentes puntos de 
vista sobre el particular, es además porque de dicho eje dependerá en cierto 
modo el futuro y la credibilidad de la JEP. 
 
El artículo 28 del Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional trata de 
la “Responsabilidad de los jefes y otros superiores en el ámbito de los 
crímenes de competencia de la Corte”, es decir, de los crímenes de guerra y 
lesa humanidad para lo que respecta al conflicto armado colombiano 
(Aunque valga la pena decir en este momento que algunos doctrinantes 
nacionales e internacionales con razones muy fundamentadas jurídicamente 
han expuesto que inclusive en Colombia, durante el conflicto se presentó un 
genocidio en el concepto que trae del mismo el ER).  Dicho articulado, 
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comienza endilgando responsabilidad al Jefe Militar o a quien efectivamente 
actúe como tal.  
 
Si bien la idea de estos párrafos no es realizar un estudio sobre DPI, es 
pertinente, transcribir el numeral A del artículo 28, puesto que de este 
depende el camino que Colombia tome en tópicos de JT.  Mencionado 
artículo literalmente dice que:  
 
“El jefe militar o el que actué efectivamente como jefe militar será 
penalmente responsable por los crímenes de la competencia de la 
Corte que hubieren sido cometidos por fuerzas bajo su mando y 
control efectivo, o su autoridad y control efectivo, según sea el 
caso, en razón de no haber ejercido un control apropiado sobre 
esas fuerzas cuando:  
 
i). Hubiere Sabido o, en razón de las circunstancias del momento, 
hubiere debido saber que las fuerzas estaban cometiendo esos 
crímenes o se proponían cometerlos; y,  
 
ii). No hubiere adoptado todas las medidas necesarias y 
razonables a su alcance para prevenir o reprimir su comisión o 
para poner el asunto en conocimiento de las autoridades 
competentes a los efectos de su investigación y juzgamiento”. 
 
Pues bien, de la lectura de dicho artículo se observa el escollo en el que se 
encontraban los negociadores de los acuerdos de la Habana, si querían 
impedir, que los máximos responsables (quienes como ya se dijo son el fin 
de persecución por excelencia del DPI), fuesen investigados y sancionados a 
nivel internacional. (Maxime cuando uno de los inamovibles de los jefes de 
las FARC era no ingresar a la cárcel). 
 
Con los militares el asunto trae de por si una tenue línea entre la libertad y la 
condena por parte de los superiores y la delación a los mismos. No hay duda 
de que el artículo 28 en conjunto con el artículo 25 del mismo Estatuto que 
habla de la responsabilidad individual penal, busca criminalizar al jefe de las 
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tropas que por omisión permitiese la comisión de hechos punibles de 
responsabilidad de sus subordinados (omisión impropia en el Derecho 
Penal). 
 
Pero esta omisión tiene demasiados requisitos que debieron ser analizados a 
la luz de la JT con el fin de evitar en un futuro no muy lejano juzgamientos de 
generales que tenían mando y control en el momento cúspide del conflicto 
armado colombiano51. Especialmente el contenido del acuerdo, en su quinto 
capítulo, en el asunto respecto de la JEP, tiene un subtítulo denominado 
“contenidos, alcances, y límites de la concesión de amnistías e indultos, así 
como de otros tratamientos especiales52”  
 
Tal y como en el resto del acuerdo, son las victimas las principales 
beneficiadas con este título, puesto que la idea del mismo es lograr la 
verdad, justicia, reparación y las garantías de no repetición a las cuales se 
refieren en todas y cada una de las definiciones de la JT. Es más, es clave el 
numeral 22 de dicho punto que recuerda que Colombia tiene la obligación de 
sancionar y esclarecer las graves violaciones a los DDHH y las infracciones 
al DIH, lo que entonces sin duda implica que se deberán conocer todos los 
pormenores de los hechos cometidos por los militares y en general los 
agentes del Estado durante el desarrollo del conflicto.  
 
Entonces, a reglón seguido, el numeral 32 del mismo título acuerda que el 
componente -SIVJRNR- se aplicará a los agentes del Estado que cometieron 
delitos relacionados con el conflicto armado, dándoles el ya conocido trato 
                                                     
51 El propósito de este trabajo no es realizar el mismo estudio desde el punto de vista de la 
insurgencia. Razón por la cual solamente me detendré y expondré los aspectos relevantes a 
los miembros de las Fuerzas Militares, pero ello no quiere decir que los miembros de la 
guerrilla y especialmente los miembros del secretariado de las FARC no se encuentren en la 
misma coyuntura.  
52 Acuerdo Final para la terminación del conflicto y la construcción de una paz estable y 
duradera. Página 147.  
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diferenciado, equitativo, equilibrado, simultaneo y simétrico. Con estas 
palabras, los negociadores del acuerdo buscaron, además, que los 
uniformados recibieran una justicia de transición que les permitiera tener los 
mismos beneficios que tendrán los insurgentes. Recordando, además, tal y 
como varios sectores lo exigieron que estos agentes, tenían la 
responsabilidad de garantizar derechos, esto fue fuente de críticas por parte 
de algunos grupos políticos de derecha de la nación, además de indicar 
particularmente el texto del acuerdo que siempre son los miembros de la 
Fuerza Pública, los encargados de ostentar el ejercicio legítimo de la fuerza, 
elemento indispensable para asegurar que en esta guerra que termina, eran 
los miembros del Ejército y demás fuerzas: “los buenos de la película”. 
 
El mismo convenio entonces, es claro en traer a colisión el punto de la acción 
y la omisión, recordando tal y como lo hace la normatividad de todo rango 
colombiana que son los servidores públicos, quienes responden por lo que 
hagan y dejen de hacer, como norma de origen Constitucional.  Con el fin de 
estar enmarcados dentro del DPI y las normas de DIH y DDHH, 
efectivamente el pacto de la Habana recuerda que bajo ninguna 
circunstancia los delitos de lesa humanidad ni crímenes de guerra serán 
objeto de amnistía, por lo que, sí o sí deberán pasar por un juicio, en este 
caso transicional, pero juicio al fin y al cabo53.  
 
Así las cosas y enmarcados entonces en la JT, DPI y la responsabilidad del 
mando, el mismo acuerdo es explícito en indicar que las reglas operacionales 
de la Fuerza Pública se tendrán en cuenta para el momento de ser 
investigados y judicializados los militares, y ello es en la práctica primordial, 
puesto que uno de los mayores reparos que se le hizo durante la época de 
                                                     
53 Acuerdo Final para la terminación del conflicto y la construcción de una paz estable y 
duradera. 
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juzgamiento y acusación de los mal llamados “falsos positivos” a la justicia 
colombiana, era el poco conocimiento que las autoridades judiciales tenían 
sobre temas tan especializados como las reglas de enfrentamiento 
incluyendo además como parte de las modificaciones legales que se 
acordaron, los manuales aprobados por las diferentes Fuerzas, que son en 
ultimas los que direccionan los aconteceres operacionales54 entre ellos los 
recién aprobados Manuales para el Uso de la Fuerza (394 y 395 en las 
Fuerzas Militares y su correspondiente en Policía Nacional) que propugnan 
por enviar un mensaje claro a los militares sobre cuándo y cómo utilizar la 
fuerza en situaciones de Derechos Humanos y en acciones de Derecho 
Internacional Humanitario, dando a cada tipo de enfrentamiento sus 
respectivos medios y métodos y dejando sentado el cómo proceder.  
 
En su página 152 el acuerdo se refiere explícitamente a la responsabilidad 
del mando; en un solo párrafo resume, todo un tema del cual la doctrina 
internacional no ha podido aún estar de acuerdo. El acuerdo textualmente 
indica:  
 
“en ningún caso la responsabilidad del mando podrá fundarse 
exclusivamente en el rango, la jerarquía o el ámbito de 
jurisdicción. La responsabilidad de los miembros de la Fuerza 
Pública por los actos de sus subordinados deberá fundarse en el 
control efectivo de la respectiva conducta, en el conocimiento 
basado en la información a su disposición antes, durante y 
después de la realización de la respectiva conducta, así como los 
medios a su alcance para prevenir, y de haber ocurrido, promover 
investigaciones procedentes. Se entiende por control efectivo de 
la respectiva conducta la posibilidad real que el superior tenia de 
haber ejercido un control apropiado sobre sus subalternos en 
                                                     
54 Manual de Derecho Operacional para las Fuerzas Militares. Segunda Edición 2015. 
Manual FFMM 3-41 Público.  
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relación con la ejecución de la conducta delictiva, tal y como lo 
indica el artículo 28 del Estatuto de Roma55.  
 
Pues bien, con la diferencia entre las dos definiciones, la del acuerdo y la del 
artículo 28, comenzó en el país, una discusión jurídica por parte de los 
militares y abogados especialistas en estos temas, que solo tendrá fin 
cuando los Tribunales de la JEP tomen las respectivas decisiones con el fin 
de evitar el tan poco deseado ingreso de la Corte Penal Internacional.  
 
Una parte de la doctrina afirma que sin duda el acuerdo no abarca la 
totalidad de los requisitos del articulo 28 y que por ende el país tendrá que 
decidir entre mantener lo acordado y renunciar a la CPI o modificar con las 
normas expedidas por el legislativo lo referente a la Responsabilidad del 
Mando56 (hasta el momento después de expedidas tanto la Ley Estatutaria 
como la orgánica de la JEP y sus posteriores estudios por parte de la Corte 
Constitucional, no se ha logrado pronunciamiento al respecto). 
Específicamente el profesor Rodrigo Uprimny (doctrinante colombiano 
conocedor del tema) ha asegurado en varios foros y blogs sobre el tema, que 
la JEP no respeta los criterios del derecho internacional.  
 
Respecto de la RdM la misma de manera general se ha concentrado en tres 
elementos; el mando efectivo, el conocimiento de los hechos y la no 
toma de medidas. El mando efectivo, entonces se puede también dar de 
dos formas, de Iure o de facto57. En el caso colombiano, considero se 
presentarán muchas dudas en el momento de los juicios respecto del mando 
efectivo por la forma como se presentaron los combates, ya que en muchas 
                                                     
55 Acuerdo Final para la terminación del conflicto y la construcción de una paz estable y 
duradera. Página 152. Numeral 44.  Título II.  Jurisdicción especial para la Paz.  
56 Responsabilidad del Mando, en adelante RdM.  
57 GARROCHO SALCEDO, Ana M. (2016). La responsabilidad del Superior por Omisión en 
Derecho Penal Internacional. Editorial Aranzadi. Página 91 y ss.   
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ocasiones, ni los mismo combatientes (tanto de un lado como del otro) tenían 
certeza quien ostentaba el mando efectivo de la operación.  
 
Es necesario dejar de presente que un mando efectivo, requiere cuando es 
de Iure que el comando de dicha unidad le hubiese sido dado mediante algún 
acto administrativo o disposición que implicare que dicho superior pudiese 
tener el control del personal en el momento de la ejecución de la orden de 
operaciones.58 Este mando efectivo sobre los subalternos, implica que el 
superior conozca en donde están, porque están allí y cuánto tiempo estarán 
allí, además de conocer todos los pormenores de las ejecuciones de  las 
acciones en el terreno por parte de los subalternos. Y allí sin duda comienza 
el primer gran reto de la JT en Colombia, específicamente en lo que respecta 
a miembros de las FFFM. El concepto de mando efectivo no ha sido 
totalmente decantado por parte de los uniformados del nivel táctico. Es más, 
no se les ha enseñado propiamente lo que significa para ellos (en los grados 
de coronel y descendiendo) el control efectivo de las tropas, no desde el 
punto de vista castrense, sino desde el legal.  
 
Fueron las jurisprudencias de los Tribunales de Ruanda y Yugoslavia (en 
adelante TPIY/TPIR) las que por primera vez jurídicamente expusieron en 
sus sentencias los conceptos de la RdM, y por ende las definiciones de sus 
elementos incluyendo el mando efectivo. En sendos pronunciamientos, 
dichos tribunales dejaron claro que este mando efectivo, implica que exista 
un “poder efectivo de control59”, es decir que dicho control del superior sea 
material, ya que un mero control formal no implicaba la existencia de dicho 
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operaciones, ha sido enfático en indicar que la misma empieza inclusive desde que se 
adelantan actos administrativos previos a la salida al área de operaciones. Es decir que la 
orden de operaciones incluye el alistamiento.  
59 GARROCHO SALCEDO, Ana M. (2016). La responsabilidad del Superior por Omisión en 
Derecho Penal Internacional. Editorial Aranzadi. Página 93. Tomado de: Brjdanin. TC, 
Judgement. Septiembre de 2004. Parágrafo 276.  
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elemento60. Este control no es solamente estar allí físicamente como 
comandante sino además poder impartir las órdenes y poder a su vez 
verificar que las mismas sean acatadas, incluyendo sancionar a quienes no 
las ejecuten tal y como fueron ordenadas, lo que en un papel es fácil de 
indicar, pero en la práctica, para el ambiente judicial de la JEP no será nada 
fácil de demostrar.  
 
Por su parte la JEP requiere en el contexto colombiano (esto con base en lo 
que dicen los acuerdos) que se demuestre la posibilidad real que el superior 
tenía de haber ejercido un control apropiado61. Esto desde mi punto de vista 
no tiene sentido jurídico y por supuesto escapa de la realidad de la finalidad 
de lograr condenas o sanciones creíbles por acciones cometidas dentro del 
conflicto armado colombiano.  
 
Hilar delgado es necesario en términos como estos, puesto que cada palabra 
puede tener un significado determinante al momento de judicializar a quienes 
asistirán a los tribunales transicionales colombianos, además de poder 
demostrar al mundo entero (y por ende a la CPI) que dichos juicios y normas 
que los cobijaron respetaban los DDHH y aún más importante en este caso, 
el DIH y el DPI.  
 
En un terreno como el colombiano, donde la selva agreste en situaciones de 
combate impide siquiera ver a más allá de 100 metros, ¿qué entendimiento 
debe tener el término “posibilidad real”? la posibilidad real de poder controlar 
a sus subalternos implica  según se denota del contenido del acuerdo estar 
con ellos en todo momento y esta nunca ha sido la definición que el ER trae 
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Derecho Penal Internacional. Editorial Aranzadi. Página 94. 
61 Acuerdo Final para la terminación del conflicto y la construcción de una paz estable y 
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para la RdM, ni tampoco el desarrollo jurisprudencial que sobre el tema traen 
los tribunales de Ruanda y Yugoslavia. La RdM internacional va mucho más 
allá, implica que el superior responda por los actos de sus subordinados 
cuando podía impartir y controlar las órdenes, pero no el estar mano a mano 
con los comandados. Que un superior deba estar en todo tiempo y lugar con 
sus subalternos, para poder ser sujeto activo de delitos de aquellos que 
contempla el DPI hace que la RdM pierda todo sentido. Es cierto que serán 
los jueces del Tribunal de Paz los que en últimas le den significado jurídico a 
este punto, más, sin embargo, también es evidente que si los mismos no 
hacen una adecuación jurídica del texto a las directrices del DPI, esta será la 
puerta para que en unos años se investiguen a los militares de grados 
superiores por no haber sido juzgados conforme a los requerimientos del 
Derecho Penal Internacional.  
 
Lo defensores del término aducen que la cadena de mando permite que esta 
“posibilidad real” se presentase cuando así a bien lo tenía el superior, puesto 
que con su posibilidad de controlar a quien le seguía al mando, y realizando 
un debido control sobre este subalterno especifico, la “posibilidad real del 
control apropiado” estaba plenamente garantizada, sin embargo debo disentir 
de dicha concepción del término puesto que bajo ninguna circunstancia el 
mando es delegable y menos cuando el mismo ha sido dado de Iure.  
 
Este primer elemento de la RdM en Colombia solo lo desarrolla el acuerdo en 
un párrafo de 3 frases que en ningún momento logran llenar el contenido 
necesario para dar cumplimiento al DI y mucho menos al DPI. Y puede ser 
este uno de los principales vacíos del mismo, ya que sin duda se debió dar 
un mayor estudio jurídico y un trasfondo real a la necesidad de tener 
conceptos claros y definiciones mucho más acordes con la realidad jurídica 
tanto nacional como internacional para así en el futuro, tener juicios más 
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seguros y además endilgar responsabilidades penales de la mejor y más 
justa manera.  
 
Del mismo modo que con el concepto de posibilidad real, el término “control 
apropiado” entra a jugar un papel importante. Tanto como el anterior, este 
no está definido de manera clara en el acuerdo y considero que, por no 
estarlo, será deber de los miembros de la JEP en la jurisprudencia que se 
emita, hacer un empalme con el contenido del Derecho Penal Internacional. 
El control apropiado no es un elemento que el DPI tenga de la RdM (ya se 
dijo que los elementos son tres) y no es tampoco, uno de las características 
del control efectivo, (o por lo menos no lo es para los doctrinantes del tema) 
lo que nos llevaría al vacío jurídico del concepto del término como tal.  
 
Al leer detalladamente este párrafo en contexto, se podría pensar que el 
control apropiado es el control que le exige la ley al superior sobre sus 
subalternos, aunque allí, se presenta la dicotomía, puesto que “el control”, 
según mi concepto, siempre debe ser apropiado, el superior no puede o debe 
controlar de manera inapropiada las actividades en el terreno del subalterno 
o más allá y tratando de darle una respuesta con un concepto negativo del 
mismo, podríamos entrar a estudiar sobre que significa un control 
inapropiado y que lo diferenciaría de un control no efectivo.  
 
Así las cosas, y como se ha podido explicar, el primer elemento de la RdM no 
está debidamente definido en el acuerdo. Las dudas sobre los conceptos 
expuestos textualmente en el mismo son muchísimas y los retos en materia 
judicial en el momento de utilizar los términos y darles aplicación jurídica a 
los mismos serán porque no, textos de consulta jurisprudencial a nivel global 
si recordamos que este proceso de paz es el primero en ser ejecutado bajo 
la tutela de un derecho internacional penal tan fuerte como el que tenemos 
en nuestros días.  
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El segundo elemento de la RdM que por supuesto se encuentra en el 
acuerdo, es el elemento subjetivo, es decir que el superior conociera o 
tuviera razones para conocer que sus subalternos iban o habían cometido los 
crímenes de competencia de la Corte. No existe duda que este es, el 
elemento más importante y así lo sostengo sin reparo alguno. El que el 
superior conociera o tuviera razones para conocer los crímenes que sus 
subalternos cometieron es sin duda el punto fundamental de la 
Responsabilidad del Mando; sin este conocimiento, (netamente subjetivo del 
sujeto activo) la RdM como elemento pilar del Derecho Penal internacional 
no tendría sentido.  
 
El elemento subjetivo en estudio implica aceptar la posición de garante que 
el superior tiene sobre las acciones (legales e inclusive presuntamente 
ilegales) del subalterno es deber legal de ese comandante afrontar los 
riesgos jurídicos sobre los cuales se pueda ver involucrado un subalterno 
que por orden de una disposición tiene subordinación sobre el primero de 
estos por un mandato de Iure. Lo que se sanciona en el Derecho 
Internacional es la omisión del superior de no actuar cuando conoció los 
hechos y no controlar adecuadamente las acciones de la tropa y por ello me 
parece indispensable dejar sentado que en la RdM internacional el resultado 
no es parte del delito, lo que se imputa es la omisión del control para que 
estos subalternos pudieran ejecutar dichos actos punibles.  
 
En el acuerdo de paz colombiano, el segundo elemento de la RdM se define 
como el “conocimiento basado en la información a su disposición antes, 
durante y después de la realización de la respectiva conducta”62, definición 
tomada de una de las salas de cuestiones preliminares II en el caso de 
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Bemba Gombo del 15 de junio de 2009 (de la que después más adelante 
hare alusión) que respecto de la RdM afirmó que: “los deberes contenidos en 
el artículo 28 surgen en tres momentos diferenciados de la comisión de los 
crímenes, antes, durante y después de su consumación”. De ello la doctrina 
ha diferenciado que el evitar surge antes, el cohibir lo hace durante y el 
castigar emerge después.  
 
Entonces los redactores de los acuerdos toman de la jurisprudencia 
internacional el elemento subjetivo pero creo que debieron dejar por sentado 
que este control efectivo y la comisión del delito, sí o sí deben ser 
concomitantes en el tiempo porque de lo contrario estamos dando pie para 
que el superior se defienda indicando que en uno de estos tres momentos de 
tiempo (especialmente el antes) no tuvo control sobre los subordinados y por 
ende no debería caber su responsabilidad.  
 
En el Estatuto de Roma, este elemento es mucho más sencillo puesto que 
simplemente se indica como: “Hubiere Sabido o, en razón de las 
circunstancias del momento, hubiere debido saber que las fuerzas estaban 
cometiendo esos crímenes o se proponían cometerlos” 
 
La primera diferencia salta a la vista, el acuerdo colombiano ubica al superior 
en tiempo respecto de la ejecución de la conducta. Y además de ello le exige 
que tenga un conocimiento basado en la información que tenía a su 
disposición. Tal y como en el primer elemento, esta definición es demasiado 
simplista para todo lo que trae de por si el concepto de la Responsabilidad 
del Mando. El Derecho Penal internacional ha dividido este elemento en dos 
subtemas uno de ellos con muchísima complejidad.  
 
Cuando el superior conoce (un aspecto netamente probatorio) que sus 
subalternos cometieron los crímenes de competencia de la Corte, no hay 
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duda que no existen inconvenientes respecto de la manera de endilgar la 
responsabilidad; si el superior conoció y no actuó (tercer elemento que 
analizaremos más adelante) simplemente será penalmente responsable.  
 
Sin embargo, este mismo elemento tiene una segunda definición que sin 
duda es la que más desarrollo jurisprudencial ha tenido en las Cortes 
Penales Internacionales y que traerá mayor nivel doctrinario en las 
colombianas que están por venir y es cuando el superior “tenía razones para 
conocer la comisión de los crímenes”.  
 
Si bien este aspecto es tan probatorio como el primero, la prueba en este 
caso debe ser mucho más específica y no hay duda que demostrar que el 
superior tenía razones para conocer es un requisito más amplio que el que 
trae el acuerdo de paz colombiano. Tal y como ya se mencionó, el acuerdo 
nacional no es tan exigente en este punto, simplemente indica que el 
superior debería tener conocimiento basado únicamente en la información 
que el mismo tenía a su disposición en los momentos (antes durante, 
después) de la ejecución de la conducta.  
 
El conocimiento en Derecho Penal Internacional es elemento esencial para 
judicializar a un sujeto activo específicamente cuando se habla de un 
superior. Que este conociera el hecho y permitiera su ejecución es de igual 
manera fundamental para poder penalizar, pero si reducimos esto último a la 
información que el superior pudiera tener antes, durante y después, estamos 
delimitando el margen de acción del funcionario judicial y en casos tan 
críticos como los que investigará la justicia transicional colombiana, le 
estamos dando pie a la Corte Penal Internacional para poder demostrar en 
un futuro que el Estado no quiso judicializar basado en los estándares 
vigentes, a los superiores jerárquicos que en otra jurisdicción hubiesen sido 
sancionados.  
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Lo que realmente aquí está en juego, no es una teoría o dos del Derecho 
Penal Internacional, no es decidir si el elemento del “should have known” 
como es ampliamente conocido en la doctrina inglesa estaba completamente 
descrito en el acuerdo de paz con las FARC, sino las implicaciones legales 
que de demostrarse que el acuerdo se redactó sin tener en cuenta estos 
elementos, se tendrían. Esta Responsabilidad del Mando es mucho más que 
aplicar jurídicamente los acuerdos, es la esencia del Derecho Penal 
Internacional y por ende la base sobre la cual se fundamentará la tan 
anhelada paz.  
 
No basta, que en caso de encontrar más desavenencias la solución deberá 
ser denunciar el Estatuto de Roma. Por supuesto que Colombia como nación 
soberana lo puede hacer, pero las implicaciones internas e internacionales 
serán tan bastas que la misma paz podría verse en entredicho en caso de 
verdaderamente efectuarlo.  
 
Entonces, este segundo requisito de la Responsabilidad del Mando no está 
debidamente redactado en el acuerdo. La importancia que tiene que el 
superior conociera o tuviera razones (elemento subjetivo) para suponer que 
sus subordinados iban a ejecutar acciones que culminarían en hechos 
punibles es tan determinante puesto que deja sentado en la práctica las 
líneas entre la posible libertad y la condena de un superior en un proceso por 
delitos de competencia de la Corte Penal Internacional.  
 
El tercer y último elemento del Derecho Penal Internacional respecto de la 
RdM es la omisión en la toma de medidas necesarias y razonables por parte 
del superior respecto de la ejecución de los presuntos delitos. Tanto como en 
los dos anteriores elementos, este no se encuentra completamente 
redactado en los acuerdos, en este aspecto el texto del acuerdo colombiano 
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se refiere a “…así como los medios a su alcance para prevenir, y de haber 
ocurrido, promover las investigaciones procedentes”.63 
 
La idea del DPI al respecto era lograr que el superior en el momento de tener 
conocimiento de la conducta, ordenara (sin demora) las investigaciones 
disciplinarias y además compulsara copias penales a sus subordinados o él 
mismo tomara las medidas para prevenir o reprimir la ejecución de la 
conducta, ello con el fin de evitar que los crímenes de más grave contenido, 
se continuaran elaborando y además, impedir que a futuro se practicaran 
nuevamente.  
 
Lamentablemente el acuerdo colombiano (como todo lo que tiene que ver 
con RdM en materia de agentes del Estado), se quedó corto y únicamente 
obliga al superior para que sobre el mismo incurra una responsabilidad penal 
cuando este tuviese los medios para prevenir la comisión de delitos y en 
caso de haberse igualmente ejecutado estos, no se hubiesen adelantado 
investigaciones disciplinarias.  
 
La idea de dejar estos tres elementos y en general la Responsabilidad del 
Mando respecto de agentes del Estado, de una manera menos fuerte 
penalmente hablando que el Derecho Internacional, podría tomarse como 
una forma de evitar que más miembros de las Fuerzas Militares resultaran 
condenados, sin embargo ello es contraproducente, porque quiérase o no, a 
largo plazo podría inferirse que lo que se trató de hacer fue evitar la condena 
y/o investigación de estos superiores, y por ende impedir que los mismos 
participaran de la justicia desde cualquier punto de vista y más aun de la 
justicia transicional.  
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La sentencia del 21 de marzo de 2016 emitida por la Corte Penal 
Internacional en una de sus salas preliminares en el caso de Jean Pierre 
Bemba Gombo64 respecto de la Responsabilidad del Mando y el artículo 28A 
es materia del contenido jurisprudencial que más luces ha dado respecto del 
tema y que debió encaminar a los redactores finales de los acuerdos, puesto 
que, para la fecha final, ya la misma se encontraba disponible. (Y no solo las 
consideraciones de la sala de cuestiones de preliminares, sino que ya 
contamos con el contenido completo de la sentencia e inclusive la apelación 
de la misma). Dicho veredicto realiza un estudio pormenorizado de cada uno 
de los elementos que ya se pusieron de presente en estas páginas, 
explicando detalladamente los compendios que deben reunirse para que un 
individuo pueda aducir que cumplía o no con su RdM.  
 
Por ejemplo, de las cosas que más llama la atención está que el fallo deja 
sentado que la RdM no solo se aplica a Comandantes de Fuerzas 
(generales) sino a superiores en todos los niveles65 sin importar su rango, 
haciendo énfasis que dicha condición va desde comandantes de los más 
altos niveles hasta aquel que solo comanda pocos hombres.  
 
Ello en el contexto colombiano es de vital importancia y tanto como los 
elementos de manera específica, el acuerdo colombiano lo deja de lado. Es 
indispensable, que todos los mandos (la cadena de mando comienza con el 
más subordinado de los suboficiales) tengan presente, que en caso de 
comisiones por omisiones, la RdM podrá serles imputada y deberán sus 
actos ser juzgados y analizados bajo este racero, recordando también que el 
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control efectivo de estos superiores se presenta generalmente en la 
manifestación de superior-inferior entre este y las fuerzas bajo su mando.  
 
Con este panorama, entonces, no queda ningún rasgo de duda que el 
Derecho Penal Internacional, hoy en día, habla un solo idioma respecto de la 
RdM y que el gobierno colombiano deja con el acuerdo y su contenido tal y 
como quedó plasmado tanto en el documento de la Habana como en las 
leyes posteriores, desamparados jurídicamente a los militares en un futuro, 
sobre todo a quienes no hacen parte del tope de la cadena de mando, puesto 
que el acuerdo tal y como quedó redactado, busca proteger a los oficiales de 
insignia y en algunos casos a los oficiales superiores, dejando el vacío 
jurídico de los demás niveles de comando, que están indiscutiblemente 
vinculados a la estructura de la RdM.  
 
La firma de la paz debió ser sin duda no solo el cese de los fusiles, sino 
también la certeza de que las cortes internacionales no judicializaran a los 
uniformados cuando ya estemos en tiempos posteriores al acuerdo.  
 
B. LA REALIDAD DE LA JUSTICIA TRANSICIONAL, LA 
RESPONSABILIDAD DEL MANDO Y LAS FUERZAS MILITARES EN 
COLOMBIA 
 
Hasta ahora, todos estos conceptos comienzan a tomar vida en nuestras 
instituciones. Ya quedó claro en las páginas anteriores que el concepto de 
Responsabilidad del Mando es nuevo en el contexto judicial colombiano y 
que como tal, pocas veces se ha utilizado su estructura y dominio jurídico 
para proferir sentencias judiciales nacionales; pero si es cierto que la 
organización de la Corte Penal Internacional está basada en dicho 
significado y que fue, con este concepto legal con el cual se comenzaron a 
tomar decisiones sobre superiores jerárquicos y con el cual y gracias a su 
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desarrollo se tomarán decisiones a futuro en la jurisprudencia tanto nacional 
como internacional por venir.  
 
Pues en los tribunales transicionales colombianos que apenas son germen 
institucional, la situación deberá ser aprovechada para poder proferir 
sentencias acordes con el Derecho Internacional y la realidad jurídica de la 
Responsabilidad del Mando y la justicia transicional.  
 
Aplicar justicia transicional tal y como se está haciendo en Colombia a las 
Fuerzas Militares, deja un sinsabor que se espera que, en el transcurso de 
los años, pueda verse soslayado. Para principios de octubre66 de 2017, y 
cuando el acuerdo de paz con las FARC estaba a punto de cumplir un año, 
aun había gran cantidad de militares que se encontraban detenidos con 
ocasión y relación del conflicto y pese a su solicitud no habían sido liberados. 
(De hecho, a finales del 2018 cierta cantidad de uniformados continuaban 
detenidos pendientes de ser liberados soportados en  las modificaciones 
legales efectuadas como parte del paquete para los agentes del Estado). 
 
En contra de todos los pronósticos y de lo esperado incluso por los más altos 
participantes en la redacción del acuerdo final en lo que concierne a agentes 
del Estado, los miembros de la rama judicial y en especial los jueces de 
ejecución de penas y medidas, fueron renuentes al principio en otorgar 
libertades mediando mecanismos de la JEP. La razón jurídica no era tan 
concreta, después de investigaciones de diez y más años, los funcionarios 
judiciales habían tomado decisiones que demostraron que cuando los 
miembros de las Fuerzas Militares estaban involucrados en presuntos delitos 
de competencia de la CPI, no era para estos fácil obtener la libertad, así 
fuese transitoria.  
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Pero ¿qué opinan los uniformados? En una nación con una democracia 
aparentemente tan fuerte como la colombiana, (Colombia se ufana de ser la 
única democracia de Latinoamérica de no caer en el siglo XX en la tentación 
de las dictaduras militares) donde los militares no pueden bajo ninguna 
circunstancia participar en política ni hacer comentarios respecto de sus 
posiciones personales de manera abierta, quienes debieron tener la primera 
palabra y no la tuvieron fueron los uniformados que llevaban o llevan 
actualmente incluso más de diez años privados de la libertad.  
 
Así que, para conocer sus opiniones, se buscó la fuente. Ellos, en su 
mayoría, son hombres no mayores de 40 años, involucrados en el conflicto 
bien sea por voluntad propia o porque así la sociedad se los obligó desde 
muy jóvenes, casi todos con muchos años de detención, la cual desde el 
principio afirman catalogar como “injusta”, ya que son muy pocos los que 
aceptan responsabilidad penal por los hechos por los cuales están 
investigados, sancionados o inclusive condenados.  
 
Acercase a estos hombres de por sí ya es un reto, para ellos, los demás 
seres humanos son el enemigo y es lógico si se asume que consideran que 
están detenidos porque la sociedad los olvidó, así que cuando el proceso de 
paz entró en escena, una luz de esperanza se vislumbró en su horizonte y 
por ende ellos aceptan todo tipo de lectura o elemento que los aproxime a su 
tan anhelada libertad.  
 
Para este trabajo de campo se realizaron entrevistas en dos centros de 
reclusión militar para condenados (el CRM de Facatativá y el CRM de la 
Policía Militar N 13 en la ciudad de Bogotá) y en el Centro de Reclusión 
Militar de la ciudad de Bucaramanga, que por no estar para dicha época 
avalado por el INPEC custodiaba únicamente sindicados por los más 
complejos crímenes; así mismo personal que obtuvo su libertad, bien sea 
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gracias a la JEP o a procedimientos estandarizados fueron entrevistados. 
Por último, personas con algún tipo de rango que no han estado involucrados 
en procesos penales, pero que tienen conocimientos sobre este álgido 
asunto fueron sujeto de la entrevista.  
 
Para estos últimos el procedimiento fue sencillo, ninguno dudó en contestar, 
ni preguntar el motivo del cuestionario. Pero para los privados de la libertad 
el asunto fue diferente. Sin excepciones, todos quisieron saber el motivo de 
la entrevista y si la misma serviría para agilizar sus libertades, de hecho, 
algunos soldados profesionales y suboficiales se rehusaron a llenarla al 
saber que no brindaría efectos prácticos para sus procesos.  
 
Nueve oficiales, seis suboficiales, y siete soldados profesionales aceptaron 
responder. Algunos, vía electrónica, otros de manera presencial, (no fue fácil 
contactarlos, muchos menos hacerles llegar las encuestas y más difícil aun 
recibir el documento ya completo) pero todos conociendo el argumento 
principal de la JEP: la verdad para las víctimas. Poder lograr estas 
entrevistas no fue sencillo, los días desde que se firmó el acuerdo 
transcurrieron y cada vez con mayor ahínco, los otrora detenidos por actos 
relacionados al conflicto pierden su confianza en el proceso; la mayoría de 
ellos anhelaba para el año 2017 gozar de la libertad y contar su verdad ante 
los tribunales, y pese a que los años después de la firma formal del acuerdo 
transcurren y la gran mayoría se encuentra en libertad, su situación jurídica 
aun es incierta, ello entre otras gracias al lento arranque de la estructura de 
la JEP.  
 
El aspecto político tiene mucho que ver, el cambio de gobierno en el año 
2018 hizo que si  bien las leyes tanto Estatutaria como Orgánica de la JEP ya 
estuviesen promulgadas y estudiadas la primera de estas por la Corte 
Constitucional, se comenzara a proponer dentro del Congreso de la 
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Republica modificaciones estructurales en el asunto que trata de los agentes 
del Estado, buscando la selección de magistrados exclusivos para los 
uniformados y además la posible creación de salas que solo se dedicaran a 
los temas castrenses, pero mientras los representantes políticos colombianos 
se ponen de acuerdo y dan largos debates en los recintos del Senado y la 
Cámara, más militares son condenados o vinculados a procesos 
relacionados con el más de medio siglo de conflicto. 
 
Solamente cuatro de estos militares no han leído el acuerdo de manera 
completa y estos cuatro, justificaron su respuesta bien sea porque no les 
interesa o porque solo han leído parcialmente lo que les interesa para su 
proceso y aquí está por supuesto el punto cinco del acuerdo, por el cual se 
les indagó de manera directa. Si bien las respuestas de los uniformados en 
ocasiones se contradicen (por ejemplo, uno afirma haber leído los acuerdos 
completamente pero así mismo dice que el punto cinco no le interesa y por 
eso no lo leyó67) también lo es que cuando se les da un espacio para 
expresar sus sentimientos, los uniformados lo hacen como cualquier víctima 
del conflicto, puesto que así se sienten y por supuesto porque así deben ser 
tratados.  
 
Después de preguntarles por el acuerdo en total, se les cuestionó a los 
uniformados sobre las lecturas de los instrumentos jurídicos que durante el 
desarrollo del proceso de paz desplegaron la iniciativa del quinto punto del 
acuerdo, específicamente la ley 1820 de 2016 y los dos Decretos que 
directamente involucran a los agentes del Estado, el 706 de 2017 y el 1269 
del mismo año. Una mayoría de los entrevistados afirmó haber leído la 
totalidad de los documentos, lo que de nuevo es alentador. No podemos 
olvidar que estos condenados/sindicados en su mayoría no son abogados, 
                                                     
67 En el anexo de este trabajo encontraran las encuestas.  
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pero conocen los aspectos jurídicos de la JT tan a profundidad que muchos 
de los expertos quisieran tener el tiempo que estas personas han invertido en 
leer a concienzudamente y varias veces los textos promulgados. Las 
opiniones son diversas, pero quienes quisieron dar su concepto sobre estas 
tres herramientas indicaron entre otras cosas que los mismos tienen vacíos 
jurídicos para aplicar la libertad efectiva de los uniformados, dejando también 
por sentado, tal y como ya se explicó en este mismo capítulo que el 
problema de estas normas es la interpretación que los operadores judiciales 
le dan a la misma a beneficio o no de los procesos y los procesados.   
 
De manera general se podría decir que los militares procesados por 
crímenes de competencia de la CPI no están satisfechos con el contenido 
normativo, de hecho, uno de los entrevistados de grado soldado profesional, 
de su puño y letra escribió: “no se les olvide que los soldados de Colombia 
también somos víctimas. Nunca se nos capacitó como se debía hacer y no 
fueron capaces de garantizarnos ni siquiera el fuero militar”. No existe duda 
después de leer estas palabras, que la capacitación a los miembros de las 
Fuerzas Militares llegó tarde. Según cifras otorgadas por el Comando 
General de las Fuerzas Militares, 859.645 hombres y mujeres (entre oficiales, 
suboficiales y soldados) han sido capacitados en DDHH y DIH desde el 2013 
hasta el 201768, es decir, que estando ahora en un escenario de posacuerdo, 
todos los hombres y mujeres al menos han recibido una capacitación en el 
tema, y muchos de ellos han reforzado sus capacitaciones, logrando que 
expresiones como la del soldado investigado de nuestra entrevista, no se 
vuelvan a presentar.  
 
Esta es una clara muestra de porque razón los militares en general no se han 
acercado a la lectura del proceso de paz. Solamente quienes están 
                                                     
68 Ministerio de Defensa Nacional. Año 2017.  
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interesados en su contenido ya que les brindará algún tipo de favorecimiento 
para su situación personal, se tomaron el tiempo y constancia de leer 
completamente las más de 300 páginas del documento. 
 
Específicamente el personal que se encuentra o estuvo detenido afirmó casi 
por unanimidad haber solicitado su vinculación a la JEP. Solamente dos 
uniformados indicaron no haber solicitado su participación, uno de ellos adujo 
que los delitos por los cuales se encontraba detenido no eran de aquellos 
relacionados con el conflicto y el otro militar indicó que no se encuentra en 
los listados razón por la cual no pudo firmar las actas, más sin embargo el 
mismo soldado indica que cuando aparezca en el listado se acogerá a la 
Justicia transicional; los listados para sometimiento a la JEP fueron 
realizados por parte del Ministerio de Defensa Nacional con base en el 
personal detenido para la época de la firma de los acuerdos, pero posterior a 
esto más uniformados han sido privados de la libertad los cuales se han 
tenido que incluir de manera individual y por solicitud personal al 
procedimiento de la justicia transicional. (La vinculación a la JEP se hace 
mediante un acta de sometimiento individual, formato que la Secretaria de la 
entidad hizo llegar a los soldados que únicamente tenían los datos 
indispensables para diligenciar y poder enviar, y así formalmente estar 
sometidos a dicha jurisdicción).  
 
Con tan solo esta pequeña muestra, está entonces claro, que los agentes del 
Estado que se encuentran privados de su libertad ven en la JEP y en sus 
diferentes mecanismos, una forma de obtener justicia y además la forma más 
efectiva de obtener la libertad. Concomitante con ello, es evidente que los 
uniformados piensan decir la verdad en sus audiencias de la jurisdicción 
especial y así lo afirman enfáticamente, solamente uno de los entrevistados 
indicó que no dirá la verdad, pero se abstuvo de indicar las razones por las 
cuales no lo hará.  
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Dentro de las entrevistas, llama la atención que uno de los uniformados que 
indicó ser suboficial aseveró categóricamente que dirá la verdad porque “la 
idea es aclarar todo lo que paso durante este conflicto armado”.  
 
Así entonces, se comienza a vislumbrar el verdadero propósito de este tipo 
de justicia. Son los vinculados directamente con el conflicto, quienes deberán 
sin importar las consecuencias, decir la verdad, y narrarle al país la realidad 
de los hechos acaecidos durante los años de cruenta guerra, esto con el 
único propósito de proteger a las víctimas, darles respuestas y por ende 
cerrar el ciclo del conflicto.  
 
Encontrar que se dirá la verdad, en una muestra donde la mayoría son 
condenados o sindicados con muchos años de detención, cambia todo el 
panorama de esta investigación. No hay duda de que personalmente 
consideraba antes de las entrevistas que los militares no dirían la realidad de 
los hechos, pero contrario a ello, es evidente que están dispuestos a contarle 
a la nación todos y cada uno de los acontecimientos ocurridos durante los 
años más crueles del conflicto. Esto demostraría que la JT en nuestro 
proceso de paz y específicamente la estructura que trae consigo el acuerdo 
con las FARC, cumplirá así, a cabalidad la finalidad de la transición: lograr la 
verdad, la justicia, la reparación y la no repetición. 
 
A renglón seguido y como consecuencia de saber si los uniformados hoy 
privados de la libertad dirán la verdad, se propuso conocer si estos mismos 
utilizaran la JEP como forma de implicar penalmente a otro militar. En la 
pregunta se omitió si dicha delación seria específicamente a un superior o 
subalterno, ya que el propósito de la entrevista no era conocer a quien, sino 
solamente si el uniformado tendría la intención de vincular a otro agente del 
Estado en procesos por hechos relacionados con el conflicto armado. 
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Las respuestas sin duda son un claro espejo de lo que ocurre dentro de la 
justicia transicional. Más de la mitad de quienes afirmaron dirán la verdad, 
dejaron de presente que utilizaran la JEP para vincular a otro militar en los 
asuntos por los cuales están investigados o condenados. Por ello no habría 
que alarmarse, el fundamento de una verdadera justicia de transición es la 
posibilidad de conocer la realidad de los hechos, sin importar quienes 
resulten involucrados en los mismos y es esto, lo que los uniformados en su 
mayoría realizaran. Muchos investigados que consideran estarlo 
injustamente, tienen la intención de involucrar penalmente a superiores, 
compañeros o subalternos que aún no han sido investigados por la justicia 
colombiana y que tienen relaciones con los hechos del conflicto, que 
concluyeron en ejecuciones delictivas de algún tipo y que ahora mediante la 
JT serán puestos a la luz.  
 
Específicamente no se cuestionó sobre si las vinculaciones incluyen 
situaciones de la primera década del siglo, cuando según los procesos 
judiciales existía algún tipo de convivencia entre los miembros del Ejército 
Nacional y grupo de autodefensas ilegales, pero de ello también será la JEP 
la que se encargará de abrir la puerta al tema. Sin duda las victimas 
(familiares y los más de 8.000.000 de colombianos registrados en la base de 
datos de la UARIV) estarán pendientes respecto del asunto, los colombianos 
queremos saber inclusive los más mínimos pormenores del conflicto armado 
y la única forma de conocerlos a fondo será mediante la vinculación de todos 
los autores en la Justicia Especial para la Paz.  
 
No hay duda de que todas estas audiencias que está celebrando la JEP, son 
la forma mediante la cual los agentes del Estado contaran lo hechos que hoy 
por hoy están investigados en juzgados ordinarios o que bien puede ser, 
fueron instruidos por Fiscalías Especializadas de Derechos Humanos, 
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muchas veces y gracias al flagelo de los mal llamados “falsos positivos”, bajo 
la presión de obtener resultados, sin importar la veracidad de estos.  
 
Pueden estar tranquilas las víctimas, el propósito último de la justicia 
transicional en lo que respecta a los uniformados, se verá cumplido, están 
estos dispuestos a decir la verdad y asumir las consecuencias de ello en 
proceso transicionales.  
 
El concepto de RdM también fue preguntado a los entrevistados e 
inexplicablemente cuatro de ellos no conocen la noción del término, pero los 
cuatro son soldados profesionales que no manejan el mando como forma de 
responsabilidad penal. La mayoría de los entrevistados que, pese a afirmar 
conocer su significado no conocen realmente el concepto del término, puesto 
que lo endilgan a los superiores jerárquicos en grados de comandante, 
olvidando que ellos también (refiriéndome a los oficiales y suboficiales) a su 
nivel, tienen cierta Responsabilidad del Mando por sus subordinados.  
 
Cuando a estas personas se les habla de RdM, sin dudarlo se refieren en 
sus anotaciones a la concepción que sobre el mando operacional tienen, y 
hacen énfasis al mando de la Fuerzas y los responsables estratégicamente 
hablando. Pero tienen todos claro además que las responsabilidades son del 
comandante y que este debe asumir lo que hagan o dejen de hacer sus 
subalternos durante las operaciones. Se evidencia por sus conceptos que 
algunos han estudiado más a fondo el tema ya que conocen incluso “que si 
el superior no ordenó responde por los hechos cuando pudo evitarlo”. 
(Tomado de una de las entrevistas realizadas a personal uniformado)   
 
Tal vez la pregunta que más tenía significado para el propósito de este 
estudio es la que les inquiría sobre su concepto afirmativo o negativo de la 
RdM y el acuerdo de paz colombiano. Se les solicitó que si su concepto era 
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afirmativo indicaran por qué razón. Pero los resultados no fueron los 
esperados, muchos de ellos dijeron no tener un concepto positivo sobre este 
tema y los que dijeron que sí, mantuvieron su posición que la idea de los 
acuerdos era proteger a los altos mandos militares y no aplicar la verdadera 
RdM. Lamentablemente los uniformados detenidos no tienen un concepto 
claro ni positivo de la posibilidad que el acuerdo tendrá de aplicar la RdM y 
como fue redactada la ley que promulgó la JEP, debo estar de acuerdo con 
ellos. El futuro no parece prometedor, lo que se acordó en la Habana tiene 
muchísimos vacíos en el aspecto de la RdM, pero más dificultades tiene lo 
que se aprobó en el Congreso de la República.  
 
La mayoría de los uniformados entrevistados tienen el mismo concepto 
respecto de la redacción, la cual según su parecer busca sin duda 
salvaguardar a los altos mando y dejar únicamente para la aplicación de la 
ley los mandos medios y bajos. No sé hasta qué punto esto será acertado, 
pero sin duda, todos, sin importar grado o jerarquía deberán responder ante 
la Jurisdicción especial para la Paz por sus acciones como comandantes.  
 
Muy pocos de los uniformados detenidos por hechos relacionados con el 
servicio, conoce la diferencia entre la RdM en el aspecto internacional, 
nacional y en el texto del acuerdo y aquellos que afirmaron conocer la 
diferencia de manera real cuando expusieron en que consistían las mismas 
no indicaron los elementos básicos de la diferenciación que ya se ahondaron 
en el anterior capítulo, esto entonces, nos demuestra de nuevo, que los 
uniformados que se encuentran detenidos, poco conocimiento tienen sobre el 
tema y que el estudio que se hace respecto de las diferencias de la RdM y 
sus variadas teorías apenas esta germinando en la sociedad colombiana.  
 
Los trabajos de campo en las investigaciones generalmente demuestran 
elementos que quien investiga no tenía en su percepción, pero sin duda, 
76 
nunca y cuando se ideó el propósito de esta investigación no se supuso que 
tantos militares estuviesen de acuerdo con la posibilidad de no volver a 
portar el uniforme por parte de quien resultase condenado. No hay duda de 
que el pundonor militar se enseña en las escuelas, pero lo cierto es que 
demostrar que un gran porcentaje está de acuerdo con la destitución en el 
momento de señalar culpabilidad en delitos relacionados con el servicio no 
era parte de lo presupuestado. Se imagina cualquier persona que los 
militares prefieren por su idea del servicio “mantener el uniforme a toda 
costa”, pero la verdad es otra. Los uniformados detenidos, bien sea 
condenados o sindicados, están de acuerdo con que quien sea condenado 
no pueda portar de nuevo sus insignias como militar.  
 
Así mismo de las entrevistas se puede dilucidar que los uniformados en su 
inmensa mayoría consideran que la verdad es “lo más importante” dentro del 
proceso de justicia transicional, dando certeza con ello, que tienen el 
conocimiento necesario para poder revelar y hacer cumplir los fines de la JT.  
Del mismo modo los comandantes entrevistados (suboficiales y oficiales) en 
un gran porcentaje afirmaron no tener duda respecto de la posible delación 
que un subalterno podría usar como forma de obtener beneficios, y ello se 
debe a dos razones, o bien sea están totalmente seguros de su inocencia o 
también puede ser que tienen una innegable certeza que bajo ninguna 
circunstancia sus subalternos los delataran. Este es un aspecto del cual, solo 
cuando tengamos procesos en curso y sentencias en ejecución sabremos si 
realmente terceros de menor grado se involucrarán en procesos penales con 
el fin de obtener beneficios.  
 
Desde aquí las entrevistas se enfocaron únicamente en los detenidos a 
quienes se les conminó a que indicaran el tiempo que llevan privados de la 
libertad encontrando un promedio de entre 3 a 5 años, puesto que son 
muchos los que llevan menos de 3 años, pero otro tanto que lo ha hecho por 
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más de cinco. La totalidad de los militares han firmado o tienen la intención 
de firmar el acta de sometimiento a la JEP y tal y como ya se dijo tienen toda 
la voluntad de decir la verdad.  
 
¿Que nos demuestran entonces estas entrevistas? Por ahora el concepto de 
la RdM en el seno de los miembros de las Fuerzas Militares detenidos bien 
sea condenados o sindicados está arraigado en el contexto de aplicación de 
oficiales de insignia y de oficiales superiores, los subalternos y suboficiales 
consideran (erróneamente) que ellos no tienen la capacidad de ser sujetos 
activos de la Responsabilidad del Mando y que por ende no pueden o deben 
ser judicializados.  
 
La justicia transicional no es un tipo de justicia que busque sancionar a unos 
y a otros no (una cosa es la justicia de transición y otra cosa es la justicia de 
la Corte Penal Internacional y esa diferencia se debe dejar clara, puesto que 
la segunda de esta, si busca únicamente condenar a los máximos 
responsables como forma de ejecutar un Derecho Penal de autor mediato, 
logrando que los aparatos organizados de poder de los que habla Roxin, 
pierdan sus cabezas visibles y por lo tanto su forma de operar); este es un 
concepto errado que se tiene sobre su contenido, por el contrario, en 
contexto la JT busca evitar mediante represión penal que a futuro quienes 
puedan cometer crímenes a gran escala se sientan con intención de 
cometerlos nuevamente. La idea de este tipo de justicia es obtener la verdad, 
conocer todos los pormenores de los conflictos armados y como beneplácito 
por dicha verdad, los actores de los delitos reciben sanciones restaurativas, 
que no deben implicar restricción efectiva de la libertad en establecimientos 
penitenciarios y carcelarios, sino que, en muchos casos, implica apoyar en la 
reconstrucción de la sociedad que ellos mismos dañaron con sus acciones 
bélicas.  
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La definición que el artículo 24 del Acto Legislativo 001 de 2017 que se 
promulgó como parte del “paquete jurídico de la paz”, tiene sobre 
Responsabilidad del Mando, es demasiado concreta, si la idea era buscar 
que solamente un tipo de uniformados respondieran jurídicamente por dicha 
figura, los redactores se equivocaron. Cuando dicho texto menciona el 
control efectivo de la respectiva conducta, encasilla el ius puniendi 
únicamente en quienes tienen control directo y de iure sobre las tropas, 
olvidando que la esencia de la figura se relaciona a los comandantes que 
pueden no estar en la operación directa con el personal pero que tienen el 
control operacional. (El Acto Legislativo ya fue estudiado por la Corte 
Constitucional colombiana y específicamente sobre el artículo 24 no hubo 
pronunciamiento alguno, lo mismo ocurrió sobre la ley Estatutaria y los 
artículos que tratan de la Responsabilidad del Mando) 
 
Cuando la figura de la RdM fue creada en el ámbito internacional su 
intención no era evitar que las cabezas visibles de los ejércitos legales o 
insurgentes fueran protegidas por el Derecho Penal o transicional, por el 
contrario, la concepción de este tipo jurídico busca poder tener bajo el control 
judicial a todos aquellos que de una u otra forma tienen potestad sobre las 
tropas sin importar inmunidades ni jerarquías.  
 
Pero si la redacción del acuerdo y posteriores leyes (incluyendo el Acto 
Legislativo) se enfocan en proteger a los altos mandos y en dejar que la 
Justicia Especial para la Paz sea solo para los mandos medios, sin duda se 
está abriendo un espacio para que la “temida” Corte Penal Internacional (que 
ya se dijo si tiene la intención en perseguir a las cabezas visibles de los 
ejércitos) en unos años adopte decisiones de investigación preliminar y 
porque no, de judicialización a quienes comandaron las operaciones. El 
redactar los acuerdos escondiendo un blindaje a los altos mandos, solo 
logrará el efecto contrario y permitirá que el Derecho Penal Internacional 
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ingrese a la esfera del derecho nacional. La única forma de lograr una 
protección total de la jurisdicción nacional es una redacción que no deje 
dudas que el Estado como un todo está buscando la verdad, y hacer efectiva 
la justicia mediante el sistema transicional.  
 
En el mes de octubre de 2017, la Fiscal Penal internacional, Fatou Besouda69 
envió como respuesta a una solicitud por parte de la Corte Constitucional una 
carta en el contexto de “amicus curiae” donde formula serios reparos sobre el 
contenido de la RdM en la JEP. Pues bien, la señora Fiscal esbozó de 
manera general, todas y cada una de las circunstancias que en este escrito 
se han depuesto sobre la RdM, pero además dejó claro que la figura no se 
refiere únicamente al control directo que el superior tiene sobre la operación 
militar, sino que recuerda que la misma se enfoca en las omisiones que el 
superior tiene sobre sus compromisos como comandante y porque no, 
ejecutor principal (así no sea en el terreno) de las operaciones militares a 
todo nivel.  
 
Las Fuerzas Militares colombianas no se enmarcan en una sola persona, son 
la institución más antigua del Estado y deben sin duda ser protegidas en su 
integridad no por quienes hoy ostentan los uniformes, sino por la sociedad en 
general, pero proteger no implica encubrir a quienes cometieron hechos 
punibles relacionados con el conflicto armado, proteger implica tener 
presente que el futuro de la democracia de la nación y de la respetabilidad de 
las mismas frente a la sociedad colombiana e internacional, depende de 
acercar a la justicia a quienes pudieron ejecutar hechos punibles y así 
vislumbrar un futuro donde tanto como en el pasado, seguirán siendo las 
Fuerzas Militares Colombianas las que continuaran salvaguardando la 
democracia, las institucionales y la nación. 
                                                     





La Justicia Transicional esta bienvenida en el acuerdo de paz colombiano, 
esta no tan nueva forma de lograr igualdad ha ingresado sin duda a la vida 
jurídica nacional como medio de lograr o intentar lograr la paz; es cierto que 
muchas veces el país procuró aplicar la JT pero sin hacerlo debidamente o 
como corresponde con los estándares internacionales; es más se crearon 
leyes con títulos transicionales que no aplicaban el verdadero sentido de la 
transición o no estaban promulgadas conforme a los estándares 
internacionales de su época.  
 
Ahora con este último intento y como consecuencia de una larga mesa de 
diálogo entre las FARC y el gobierno democrático colombiano, reelegido 
inclusive en su época para tal fin, la JT se aplica de manera correcta en el 
escenario jurídico colombiano y bien pese al cambio de gobierno y las 
nuevas directrices que mediante acuerdos con el Legislativo, el Ejecutivo ha 
procurado, no solo modificar, sino también “rechazar” mediante mecanismos 
idóneos para unos e inidóneos para otros, como los son las objeciones que 
en el momento de la sanción presentó el Presidente de la Republica a la Ley 
Estatutaria de la JEP, las cuales aún se encuentran pendientes de definición 
por parte de la Corte Constitucional.   
 
Son, por ende, los actores del conflicto quienes reciben de mano de la JT los 
caminos para obtener la transición hacia una paz, donde quienes ejecutaron 
de una u otra forma acciones contrarias al Derecho Penal Internacional, al 
Derecho Nacional y además al Derecho Internacional Humanitario deberán 
responder jurídicamente pero no con el propósito de obtener largos periodos 
de detención intramural, no, sino con el propósito de contar la verdad, de 
apoyar a las víctimas y de reconstruir y reconciliar a nuestra nación, en un 
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camino de protección de los Derechos Humanos, de las estructuras básicas 
ciudadanas y de mejoramiento del futuro del Estado colombiano.  
 
Con dicho acuerdo, y durante todo el proceso las Fuerzas Militares obtienen 
por primera vez en la historia colombiana un puesto en la justicia de 
transición. Logran que a medida que el acuerdo de paz fue siendo redactado, 
sus inquietudes hubiesen sido tenidas en cuenta y su futuro hiciera parte de 
los propósitos de funcionamiento de esta figura. Pero esta JT no es tan 
sencilla de entender en el ámbito castrense, muchos son los investigados, 
sindicados y condenados que esperaban con ansias la misma como 
propósito de solucionar eficaz y prontamente sus detenciones de ya varios 
años ordenadas por la justicia ordinaria y el proceso de paz trajo consigo 
según sus intenciones el mecanismo más efectivo para conseguir una 
libertad pronta: La verdad.  
 
El escenario de la sociedad colombiana no estaba preparado para pretender 
una libertad masiva de uniformados y mucho menos los jueces y funcionarios 
que por tanto años investigaron los homicidios cometidos con ocasión del 
conflicto por parte de miembros de las Fuerzas Militares tenían la disposición 
de otorgar con la sola firma del proceso de paz, estas libertades, sin 
embargo los textos normativos, en especial el Acto Legislativo N° 001 de 
2017 y la ley 1820 de 2016 procuraron enfocar la nueva etapa de la justicia 
en las bases de la JT. Las libertades se fueron dando a medida que la 
implementación se acordaba, pero las investigaciones, juicios y decisiones 
de fondo, tardaran muchos años en completarse, mientras tanto los 
uniformados que recuperaron su libertad continúan en inseguridad jurídica 
esperando su turno en la JEP para ser oídos y poder contar a su manera la 
realidad del conflicto a gran escala que apenas culmina.  
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Con los documentos firmados y las leyes en vigencia, el proceso demostró 
que por más intenciones que se tuviesen, la redacción de los mismos no 
estaba completa a los niveles esperados. Los vacíos jurídicos respecto de la 
aplicación de la JT en los uniformados impiden que en muchos casos se 
dieran libertades en los términos señalados por la ley, puesto que las 
interpretaciones comenzaron a formar parte de las decisiones diarias. 
Diferentes doctrinantes, políticos y conocedores del tema tomaron partido en 
lo que respecta a la posición sobre los agentes del Estado, todos discutieron 
estos temas, pero nunca se le ha indagado a los cientos de militares 
vinculados a dichos procesos penales sobre sus opiniones, sobre cómo 
deben ser tratados y mucho menos sobre qué forma de justicia efectiva que 
entregue la verdad y la reparación y no repetición se debe aplicar.  
 
Encontrar que el proceso de paz colombiano no redactó los acuerdos 
respecto de los uniformados a los niveles internacionales esperados y que el 
único párrafo que se indicó explícitamente de la figura de la Responsabilidad 
del Mando –RdM- fue tarea ardua. Las inconsistencias entre los textos 
nacionales y los internacionales saltan a la vista, pero las definiciones son 
tan sutiles que solamente después de un análisis detallado de la concepción 
del significado de la RdM se pueden encontrar las falencias jurídicas.  
 
Específicamente la definición del término control efectivo implicó la 
demostración de un vació en el contenido nacional y la necesidad de tomar 
medidas idóneas que estrechen aún más el alcance nacional a la 
jurisprudencia internacional. La RdM no es una figura obsoleta, por el 
contrario, la misma está en constante evolución en el Derecho Penal 
Internacional, la CPI estudia todos los días dentro de sus salas de cuestiones 
preliminares los alcances del articulo 28 literal A del Estatuto de Roma y las 
implicaciones que dicho artículo tiene en los países en conflicto y en especial 
sobre las cabezas visibles de los Ejércitos involucrados en conflictos 
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armados de carácter no internacional; el control efectivo que el artículo 24 
transitorio del Acto Legislativo 001 de 2017 que da pie a la norma que la Ley 
1922 del 18 de julio de 2018 aplica para temas de Responsabilidad del 
Mando se encuentra distante de los estándares internacionales, obligando la 
norma nacional a tener un control físico efectivo del subalterno (léase de la 
tropa como tal) y no un tipo de control como el que ya en varias 
oportunidades a mencionado la jurisprudencia internacional, que implica 
únicamente el mando de iure y la posibilidad de comandar realmente las 
acciones de los soldados). 
 
Otro punto es hablar de la verdad y de cómo tenerla como elemento de 
partida de la JT debiendo de manera formal todos los mecanismos creados 
por el acuerdo procurar encontrar un punto intermedio para que se pueda 
mantener lo acordado, pero sin la posibilidad de espacios en blanco que la 
fomenten la impunidad.  
 
Confundir impunidad con sanciones en JT es muy común en la sociedad o en 
quienes no son estudiosos del tema más sin embargo quienes analizaron a 
profundidad y conocen a fondo la JT deben ser conscientes que este tipo de 
jurisdicción sacrifica de un modo u otro, algunos elementos de la justicia 
ordinaria para obtener la verdad y con ella satisfacer a las víctimas de sus 
necesidades más personales.  
 
Una vez los uniformados comienzan a ser parte del proceso, quienes no 
ostentan la calidad de comandantes a niveles estratégicos, demostrarán a 
futuro que si no se realizan las modificaciones necesarias la Corte Penal 
Internacional podrá ingresar a la esfera jurídica nacional con propósito de 
sancionar a los máximos responsables. 
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En plena implementación, con el futuro a medio camino, con la JEP dando 
sus primeros pasos y los uniformados vinculándose a ella mediante actas de 
compromiso, estamos a la espera que los desarrollos normativos realizados 
por el legislativo como parte de los paquetes de la paz, den sus frutos, que la 
verdad se comience a contar de la manera más pronta posible, que los 
uniformados puedan sentarse en las salas de audiencia de la Jurisdicción 
Especial para la Paz y que en estas o en otras salas tal y como lo quiere el 
nuevo gobierno, los militares de todo rango tengan la facultad de contar su 
verdad, de pedir perdón y de prometerle a la nación que los actos de la 
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